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Introducción 
 

La creación del Mecanismo Independiente de Promoción, Protección y Supervisión 

de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad (CDPD) 

representa un avance estructural en el sistema colombiano de derechos humanos 

(ONU, 2006). A partir de la ratificación de la Convención mediante la Ley 1346 de 

2009 (Congreso de Colombia, 2009) y, posteriormente, con la expedición de la Ley 

Estatutaria 1618 de 2013 (Congreso de Colombia, 2013), el Estado colombiano 

adquirió la obligación jurídica de traducir los principios de igualdad, accesibilidad, 

autonomía y participación en garantías reales para las más de tres millones de 

personas con discapacidad registradas por el DANE (2022). 

En este contexto, el artículo 30 de la Ley 1618 establece la obligación de 

conformar un mecanismo independiente que vigile la implementación de la 

Convención. Esta disposición se alinea con el artículo 33.2 de la CDPD y consolida 

el mandato estatal de establecer una instancia de seguimiento con funciones 

técnicas, autónomas y participativas. Al tratarse de una ley estatutaria, sus efectos 

son vinculantes y prevalecen sobre normas de menor jerarquía, al desarrollar 

derechos fundamentales de especial protección. 

Dado su origen legal, el Mecanismo no requiere de un acto administrativo 

constitutivo ni de estatutos fundacionales para existir o ejercer funciones. En su 
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lugar, debe organizarse mediante un protocolo interno que regule su estructura, 

criterios de participación, principios de funcionamiento y mecanismos de 

articulación. Este instrumento normativo garantiza la operatividad del Mecanismo 

con base en los principios de independencia, pluralidad, accesibilidad y 

transparencia establecidos tanto en la Convención como en la legislación nacional. 

El Protocolo IMPACTA responde a este mandato y configura un modelo de 

gobernanza colaborativa. A diferencia de otras instancias consultivas de carácter 

formal y limitado, IMPACTA promueve la cogestión y la coproducción de 

conocimiento como ejes metodológicos (OACNUDH, 2023). En consecuencia, sus 

decisiones, recomendaciones e indicadores se construyen con la participación 

efectiva de organizaciones de personas con discapacidad (OPD), universidades, 

centros de investigación, organismos de control y otros sectores estratégicos del 

Estado y la sociedad civil. 

Esta participación multisectorial refuerza la legitimidad del Mecanismo y 

permite el diseño de acciones fundamentadas en evidencia empírica, conocimiento 

técnico y experiencia vivida. Ningún insumo se valida sin consultar a quienes 

enfrentan barreras estructurales o investigan soluciones. Así, IMPACTA se 

consolida como una herramienta de vigilancia ciudadana con capacidad de 

incidencia real. 

El contexto colombiano, sin embargo, plantea retos complejos. Más del 40 % 

de las personas con discapacidad habita en zonas rurales con escasa cobertura en 

educación inclusiva y servicios de salud (Ministerio de Salud y Protección Social, 

2021). En áreas urbanas persisten obstáculos de movilidad, acceso a la información 

y atención adecuada (Secretaría Distrital de Planeación, 2022). A esto se suma el 

impacto del conflicto armado, cuyos efectos en materia de desplazamiento y 

exclusión afectan de forma desproporcionada a esta población (Unidad para las 

Víctimas, 2023). 

Frente a estas desigualdades, el Mecanismo realiza monitoreo de campo, 

contrasta fuentes oficiales y propone ajustes normativos con enfoque territorial y 

diferencial. Su labor incluye el análisis de políticas públicas, la formulación de 
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indicadores específicos y la vigilancia del cumplimiento estatal en diversos niveles 

de gobierno. 

Las brechas económicas y sociales también limitan el ejercicio efectivo de 

derechos. Solo una de cada cinco empresas formales cuenta con políticas de 

inclusión laboral (MinTrabajo, 2022), y menos del 10 % de los portales 

institucionales cumplen estándares mínimos de accesibilidad digital (MinTIC, 2023). 

La situación se agrava en el caso de las mujeres con discapacidad, cuya tasa de 

desempleo duplica el promedio nacional (DANE, 2022), lo que evidencia una 

intersección crítica entre género y discapacidad. 

Si bien el país dispone de un marco jurídico robusto, su aplicación enfrenta 

restricciones presupuestales y debilidades en la coordinación interinstitucional 

(Contraloría General de la República, 2024). En este panorama, el Mecanismo 

promueve un ejercicio de control social que exige rendición de cuentas, solicita 

datos desagregados y articula acciones entre actores estatales, académicos y 

ciudadanos. 

La vinculación con universidades e instituciones de educación superior es 

clave para garantizar rigor metodológico, innovación y análisis técnico de alto nivel 

(Vargas et al., 2020). A su vez, el sector privado puede escalar buenas prácticas de 

responsabilidad social, inclusión laboral y accesibilidad. El Protocolo contempla 

convenios, observatorios colaborativos, mesas de innovación y alianzas 

estratégicas orientadas a transformar estos aportes en resultados verificables. 

IMPACTA también se alinea con estándares internacionales. Adopta las 

Directrices de la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los 

Derechos Humanos sobre mecanismos de seguimiento independientes 

(OACNUDH, 2023), así como los Principios de París sobre instituciones nacionales 

de derechos humanos (Asamblea General de la ONU, 1993), garantizando 

independencia funcional, pluralismo y sostenibilidad financiera. Además, orienta su 

labor hacia el cumplimiento de los Objetivos de Desarrollo Sostenible, 

particularmente los ODS 10 y 16, centrados en la reducción de desigualdades y la 

construcción de instituciones inclusivas (ONU, 2015). 
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En síntesis, IMPACTA constituye una herramienta legal y operativa que da 

vida al mandato de la Ley 1618 y a las obligaciones internacionales del Estado 

colombiano. Su diseño y funcionamiento superan los marcos consultivos 

tradicionales, incorporando una visión de vigilancia activa, participación 

estructurada y producción colectiva de conocimiento. El protocolo que lo regula 

define con precisión los criterios de participación, las responsabilidades de cada 

actor, las rutas de incidencia y los sistemas de monitoreo necesarios para convertir 

los derechos consagrados en la CDPD en garantías efectivas para todas las 

personas con discapacidad en Colombia. 
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urante los últimos quince 

años, Colombia ha 

robustecido su armazón 

jurídico en materia de 

discapacidad. La ratificación de la 

Convención sobre los Derechos de las 

Personas con Discapacidad (United 

Nations, 2006) mediante la Ley 1346 

de 2009 (Congreso de Colombia, 

2009) y la posterior expedición de la 

Ley 1618 de 2013 (Congreso de 

Colombia, 2013) cimentaron un 

sistema de garantías que, sin 

embargo, progresa de forma desigual 

según el territorio. Informes recientes 

revelan rezagos marcados en la 

cobertura de servicios, la accesibilidad 

física y digital, y la inclusión laboral, 

sobre todo en zonas rurales y en 

municipios de quinta y sexta categoría 

(Contraloría General de la República, 

2024). 

Ante este panorama, el 

Mecanismo Independiente emerge 

como la pieza faltante para articular 

supervisión técnica y control social. 

Con autonomía funcional, el 

mecanismo recopila evidencia 

desagregada y canaliza la 

participación de organizaciones de 

personas con discapacidad, academia 

y sector productivo, en línea con las 

directrices de la Oficina del Alto 

Comisionado de las Naciones Unidas 

para los Derechos Humanos sobre 

marcos de monitoreo independientes 

(OHCHR, 2023). De esta manera, no 

solo acorta la distancia entre la 

normativa y su aplicación, sino que 

instaura un sistema de verificación 

permanente capaz de traducir los 

compromisos internacionales en 

resultados medibles y, sobre todo, 

perceptibles para la población con 

discapacidad. 

1.1. Evolución normativa 

nacional e internacional sobre 

discapacidad 

El enfoque sobre la 

discapacidad ha experimentado una 

transformación significativa en las 

últimas décadas. Se ha pasado de una 

mirada centrada en la deficiencia 

individual y el asistencialismo, a una 

comprensión basada en derechos 

humanos que reconoce a las personas 

con discapacidad como titulares 

plenos de derechos, capaces de 

participar en igualdad de condiciones 

en todos los ámbitos de la vida. Este 

cambio paradigmático se consolidó 

con la adopción de la Convención 

D 
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sobre los Derechos de las Personas 

con Discapacidad (CDPD) en 2006, 

instrumento internacional que redefine 

la discapacidad como resultado de la 

interacción entre las personas y las 

barreras contextuales que limitan su 

inclusión y participación plena (United 

Nations, 2006). 

Colombia ratificó esta 

Convención mediante la Ley 1346 de 

2009, elevándola a la categoría de 

norma supralegal e incorporándola al 

bloque de constitucionalidad. A partir 

de esta ratificación, el país se 

comprometió a garantizar su 

implementación efectiva mediante 

reformas legislativas, políticas 

públicas e institucionalidad específica. 

Un paso clave en este proceso fue la 

expedición de la Ley 1618 de 2013, la 

cual desarrolló principios como la 

accesibilidad, la no discriminación, la 

participación y la inclusión en la vida 

económica, social, cultural y política, 

asignando responsabilidades 

concretas a las entidades del Estado 

(Congreso de Colombia, 2013). 

Paralelamente, se han 

promovido políticas de carácter 

intersectorial, como el Documento 

CONPES 166 de 2013, que establece 

lineamientos para la inclusión de las 

personas con discapacidad. También 

se ha impulsado la participación de las 

organizaciones de personas con 

discapacidad (OPD) en la formulación 

e implementación de estas políticas.  

No obstante, la operativización 

de estos avances normativos enfrenta 

múltiples desafíos, entre ellos la falta 

de mecanismos permanentes de 

monitoreo, la escasa disponibilidad de 

datos desagregados y las brechas 

entre lo establecido en el nivel central 

y su aplicación en los territorios (DNP, 

2013). En este contexto, el Protocolo 

IMPACTA surge como una 

herramienta estratégica del 

Mecanismo Independiente para 

garantizar que los compromisos 

adquiridos se traduzcan en 

transformaciones tangibles, medibles 

y sostenibles. 

1.2. Mandato de la CDPD y el 

artículo 33.2: Obligaciones de 

seguimiento independiente 

La CDPD no solo establece 

principios y derechos, sino que 

también define mecanismos para 

asegurar su cumplimiento. En su 

artículo 33, se contempla la necesidad 

de estructuras estatales que 
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garanticen la implementación efectiva 

de la Convención. De manera 

específica, el numeral 2 establece la 

obligación de los Estados Parte de 

designar uno o más mecanismos 

independientes para supervisar su 

aplicación, con base en los Principios 

de París sobre instituciones 

nacionales de derechos humanos 

(United Nations, 2006). 

Estos principios, adoptados por 

la Asamblea General de las Naciones 

Unidas en 1993, establecen criterios 

fundamentales que deben guiar el 

funcionamiento de las instituciones de 

derechos humanos: autonomía 

respecto al gobierno, un mandato 

legal claro, pluralidad en su 

composición y procedimientos que 

aseguren transparencia y 

participación efectiva (UN, 1993). En 

ese marco, el diseño y operación del 

Mecanismo Independiente 

colombiano se alinean con estas 

directrices, permitiendo una 

supervisión técnica, objetiva y 

articulada con la sociedad civil. 

A esto se suma la Observación 

General N.º 7 del Comité sobre los 

Derechos de las Personas con 

Discapacidad, que enfatiza la 

importancia de garantizar la 

participación activa, libre y significativa 

de las OPD en todos los procesos 

relacionados con la implementación y 

monitoreo de la Convención. Esta 

participación debe trascender el 

carácter consultivo y convertirse en un 

eje estructurante de los mecanismos 

de seguimiento (CRPD, 2018). Por lo 

tanto, El Protocolo IMPACTA 

incorpora estos principios al 

estructurar canales formales de 

inclusión para la sociedad civil, la 

academia y otros actores clave, 

reconociendo su papel como 

coadyuvantes en la vigilancia del 

cumplimiento de los derechos de las 

personas con discapacidad. 

1.3. Funciones Sustantivas del 

Mecanismo Independiente 

El Mecanismo Independiente 

para el Monitoreo de la CDPD en 

Colombia desarrolla su labor con base 

en tres funciones sustantivas: 

Promoción, Protección y Supervisión. 

Estas funciones están alineadas con 

el artículo 33.2 de la Convención sobre 

los Derechos de las Personas con 

Discapacidad (CDPD)  y los principios 

establecidos en la Ley Estatutaria 

1618 de 2013 Congreso de Colombia, 
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2013). Su implementación busca 

asegurar la garantía efectiva de los 

derechos de las personas con 

discapacidad en el país (Naciones 

Unidas, 2006). 

1.3.1. Función de Promoción 

Esta función busca fomentar el 

conocimiento y apropiación de los 

derechos de las personas con 

discapacidad por parte de las 

instituciones públicas y la sociedad 

civil. En este marco, el Mecanismo 

implementará las siguientes acciones: 

 

a) Impulsar la incorporación del 

enfoque diferencial e 

interseccional en políticas 

públicas y planes de desarrollo 

en todos los niveles del Estado 

(Naciones Unidas, 2006, art. 4; 

Congreso de Colombia, 2013, 

art. 3). 

b) Promover iniciativas 

legislativas inclusivas y emitir 

conceptos técnicos sobre 

proyectos normativos 

relevantes (Naciones Unidas, 

2006, art. 33.2). 

c) Desarrollar procesos de 

capacitación en CDPD, 

exigibilidad de derechos y 

participación para 

organizaciones sociales 

(Comité de la CDPD, 2018). 

d) Recopilar y divulgar 

jurisprudencia nacional e 

internacional en formatos 

accesibles (Corte 

Constitucional, 2014). 

e) Promover formación continua 

en derechos de las personas 

con discapacidad entre 

servidores públicos (Naciones 

Unidas, 2006, art. 8). 

f) Identificar buenas prácticas de 

accesibilidad e inclusión en los 

sectores público y privado 

(Naciones Unidas, 2006, art. 9). 

g) Emitir conceptos técnicos y 

jurídicos, incluidos amicus 

curiae, ante cortes nacionales 

en defensa de los derechos 

fundamentales (Naciones 

Unidas, 2006, art. 13). 

h) Participar en análisis 

constitucionales de normas que 

impacten a personas con 

discapacidad (Corte 

Constitucional, 2018). 

i) Proveer lineamientos técnicos 

a los gobiernos para armonizar 

sus políticas con la CDPD 
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(Naciones Unidas, 2006, art. 

33.2). 

1.3.2. Función de Protección 

Esta función está orientada a la 

defensa de los derechos de las 

personas con discapacidad frente a 

amenazas o vulneraciones. Para ello, 

el Mecanismo podrá: 

 

a) Impulsar acciones judiciales 

directamente o en articulación 

con la Defensoría del Pueblo 

(Ley 24 de 1992; Naciones 

Unidas, 2006, art. 33). 

b) Recibir denuncias sobre 

violaciones de derechos y 

facilitar su canalización a las 

autoridades, asegurando 

ajustes razonables y 

accesibilidad (Naciones 

Unidas, 2006, arts. 5 y 13). 

c) Apoyar el acceso a la justicia en 

condiciones de igualdad 

(Naciones Unidas, 2006, art. 

13). 

d) Presentar amicus curiae en 

casos estratégicos ante 

tribunales nacionales (Corte 

Suprema de Justicia, 2020). 

e) Participar en instancias de 

seguimiento normativo y 

político relacionadas con la 

discapacidad (Comité de la 

CDPD, 2018). 

f) Interponer acciones 

constitucionales y legales en 

defensa de derechos colectivos 

e individuales (Ley 472 de 

1998; Constitución Política de 

Colombia, art. 86). 

g) Acompañar demandas ante 

instancias internacionales en 

casos de vulneraciones 

sistemáticas (Comité de la 

CDPD, 2021). 

1.3.3. Función de Supervisión 

Esta función comprende el 

seguimiento técnico, jurídico y 

participativo del cumplimiento estatal 

de los compromisos adquiridos en el 

marco de la CDPD y la Ley 1618. Para 

ello, se desarrollarán las siguientes 

actividades: 

 

a) Verificar la implementación de 

medidas legislativas, 

administrativas y 

presupuestales, e identificar 

avances, omisiones o 

retrocesos (Congreso de 

Colombia, 2013, art. 8). 
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b) Elaborar informes técnicos 

periódicos sobre el 

cumplimiento estatal de la 

CDPD, con una periodicidad 

mínima de seis meses y 

máxima de dos años (Comité 

de la CDPD, 2016). 

c) Presentar informes alternativos 

ante el Comité de la CDPD y 

otros mecanismos 

internacionales de derechos 

humanos (Naciones Unidas, 

2006, art. 35; Comité de la 

CDPD, 2021). 

d) Realizar visitas técnicas y 

solicitar información a 

entidades públicas en todos los 

niveles (Ley 1712 de 2014). 

e) Recibir denuncias y testimonios 

sobre violaciones de derechos 

y coordinar con autoridades 

competentes su seguimiento 

(Comité de la CDPD, 2018). 

f) Realizar investigaciones sobre 

violaciones graves o 

sistemáticas, formulando 

recomendaciones preventivas y 

correctivas (Naciones Unidas, 

2006, art. 33.2). 

g) Aplicar sistemas de monitoreo 

sustentados en indicadores 

técnicos definidos por 

autoridades nacionales y 

organismos internacionales 

(DANE, 2022; ONU, 2021). 

h) Evaluar la coherencia 

normativa de leyes y políticas 

con los estándares de la CDPD 

y las recomendaciones del 

Comité (Comité de la CDPD, 

2016). 

 

En síntesis, las funciones 

sustantivas del Mecanismo 

constituyen el eje operativo para la 

promoción, protección y supervisión 

de los derechos de las personas con 

discapacidad. Su implementación 

integral, técnica y articulada fortalece 

las capacidades institucionales del 

país en materia de derechos 

humanos, garantizando que las 

acciones del Estado se orienten a la 

equidad, la justicia y la inclusión desde 

un enfoque diferencial y basado en la 

evidencia. 

1.3.1 Justificación funcional 

del Mecanismo Independiente en 

Colombia 

Pese a los avances normativos 

y la existencia de políticas públicas 

orientadas a la inclusión, Colombia 
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enfrenta serios desafíos para 

garantizar la implementación efectiva 

de los derechos reconocidos en la 

CDPD. Informes de veeduría 

ciudadana y entidades de control han 

documentado la ausencia de datos 

desagregados por tipo de 

discapacidad, zona geográfica, etnia y 

condición socioeconómica, lo que 

limita la toma de decisiones basadas 

en evidencia (Contraloría General de 

la República, 2024). Además, subsiste 

una desconexión entre la planificación 

nacional y las realidades locales, 

donde persisten barreras físicas, 

comunicacionales e institucionales 

que excluyen a las personas con 

discapacidad. 

En este escenario, el 

Mecanismo Independiente se 

configura como una instancia técnica y 

social con capacidad de impulsar 

transformaciones estructurales del 

sistema. A diferencia de los órganos 

estatales tradicionales, este 

mecanismo actúa con independencia 

funcional y metodológica, permitiendo 

una evaluación objetiva del 

cumplimiento de la Convención. 

IMPACTA, como protocolo operativo 

del Mecanismo, estructura su acción 

en torno a principios de transparencia, 

accesibilidad, trazabilidad e inclusión 

activa de múltiples actores sociales. 

Su justificación radica en la 

necesidad de fortalecer el control 

ciudadano, articular la experiencia de 

las OPD, el conocimiento técnico de la 

academia y el compromiso del sector 

productivo, con el fin de cerrar las 

brechas entre la norma y la práctica. 

Además, aporta una metodología de 

monitoreo que no solo verifica el 

cumplimiento formal, sino que mide el 

impacto real de las políticas públicas 

en la vida de las personas con 

discapacidad, generando evidencia 

que retroalimenta el sistema 

institucional. 

1.4. Alcance institucional del 

Protocolo IMPACTA 

El Protocolo IMPACTA 

trasciende la lógica de un simple 

manual operativo: funciona como 

engranaje entre instancias estatales, 

organizaciones de la sociedad civil y 

academia, para hacer realidad las 

atribuciones del Mecanismo 

Independiente tanto en el nivel 

nacional como en los territorios. Sobre 

esa base, articula la normativa 

internacional con las dinámicas 
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locales y, a la vez, crea rutas para que 

la discapacidad se transversalice en 

toda decisión de política pública 

(United Nations Office of the High 

Commissioner for Human Rights 

[OHCHR], 2024). 

En el plano interno, establece 

principios claros de gobernanza, 

reglas de rendición de cuentas y 

pautas de coordinación intersectorial 

que facilitan la interacción con 

órganos de control y entidades 

territoriales. Estas directrices se 

complementan con indicadores 

basados en resultados verificables y 

metas graduales alineadas con las 

orientaciones del Comité sobre los 

Derechos de las Personas con 

Discapacidad (Comité CDPD, 2018). 

Con esta estructura, las instituciones 

pueden integrar una mirada 

interseccional y participativa al 

momento de formular, ejecutar y 

evaluar políticas, asegurando que las 

personas con discapacidad sean 

protagonistas del proceso y no meras 

receptoras de decisiones. 

1.5. Propósito y alcance del 

Protocolo IMPACTA 

IMPACTA persigue tres 

objetivos cardinales:  

 Primero, fijar criterios 

técnicos y éticos que garanticen la 

participación genuina de 

organizaciones de personas con 

discapacidad, centros de investigación 

y sector privado en las labores de 

seguimiento.  

 Segundo, asegurar la 

pluralidad e independencia del 

Mecanismo mediante salvaguardas 

que mantengan la transparencia y la 

accesibilidad en todas sus fases.  

 Tercero, promover 

sinergias entre conocimiento 

académico y experiencia colectiva 

para robustecer la evaluación de las 

políticas públicas desde un enfoque 

de derechos (Contraloría General de 

la República, 2024). 

Su ámbito de aplicación es 

exclusivo del Mecanismo 

Independiente: define los 

procedimientos para la vinculación de 

actores, las responsabilidades 

compartidas y los protocolos de 

cooperación. No interfiere en la 

estructura interna ni en los procesos 

de toma de decisiones de la Alianza 

Coordinadora, entidad responsable de 

la ejecución técnica y administrativa; 

más bien, le proporciona un marco de 



Página 20 de 110 
 

actuación que reduce la distancia 

entre los compromisos internacionales 

y los resultados que la población con 

discapacidad percibe en su vida 

cotidiana (United Nations, 2006). 

En definitiva, IMPACTA es más 

que un compendio de lineamientos: 

representa un compromiso vivo con la 

transformación social. Al articular 

conocimientos técnicos, voces 

ciudadanas y responsabilidades 

institucionales, el protocolo impulsa 

una cultura de inclusión que 

trasciende la retórica y se traduce en 

mejoras tangibles para la vida de las 

personas con discapacidad. 

1.6. Principios rectores del 

Protocolo IMPACTA 

La estructura de IMPACTA se 

sustenta en cinco principios que 

armonizan los estándares 

internacionales de derechos humanos 

con las realidades locales, 

garantizando que la supervisión sobre 

la CDPD sea rigurosa, inclusiva y 

efectiva. 

1.6.1. Independencia. 

El Mecanismo actúa con 

autonomía plena respecto de agendas 

políticas o administrativas, tal como 

exige el artículo 33.2 de la CDPD 

(United Nations, 2006). Esa 

separación protege la objetividad de 

sus dictámenes y refuerza la 

confianza de la sociedad civil.  

1.6.2. Pluralidad. 

Las decisiones deben recoger 

perspectivas diversas, territoriales, 

sectoriales y relativas a los distintos 

tipos de discapacidad, para evitar 

sesgos y ampliar la legitimidad de los 

hallazgos (OHCHR, 2024). De este 

modo, se garantiza que las voces 

históricamente marginadas influyan de 

forma real en la evaluación de las 

políticas públicas.  

1.6.3. Accesibilidad. 

Inspirado en el artículo 9 de la 

CDPD y en las WCAG 2.1, nivel AA, el 

Protocolo obliga a que toda 

información, infraestructura y 

plataforma digital sea utilizable por 

cualquier persona, incluidos formatos 

en lengua de señas colombiana, 

braille, lectura fácil y subtitulado (W3C, 

2018).  

1.6.4. Transparencia y 

rendición de cuentas. 

IMPACTA incorpora la lógica de 

datos abiertos y veeduría continua 

prevista en la Ley 1712 de 2014, de 

modo que cada decisión quede 
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documentada, justificada y disponible 

para escrutinio público (Congreso de 

Colombia, 2014).  

1.6.5. Coproducción de 

conocimiento. 

El Protocolo impulsa alianzas 

entre academia, organizaciones de 

personas con discapacidad y sector 

productivo, reconociendo que la 

investigación participativa mejora la 

calidad de la evidencia y amplifica las 

voces ciudadanas (Fundación ONCE, 

2025). 

En conjunto, estos principios 

convierten a IMPACTA en un marco 

robusto y adaptable, capaz de 

transformar la normativa internacional 

en acciones medibles que mejoren, de 

manera tangible, la vida de las 

personas con discapacidad en 

Colombia. 

1.7 Enfoques Orientadores del 

Quehacer del Mecanismo 

El accionar del Mecanismo 

Independiente de Seguimiento a la 

CDPD se rige por una serie de 

enfoques transversales que orientan 

sus decisiones, estrategias y formas 

de interacción con los diversos 

actores. Estos enfoques aseguran que 

el seguimiento a la Convención se 

realice desde una perspectiva integral, 

ética y transformadora, que reconozca 

las desigualdades estructurales, las 

múltiples discriminaciones y las 

intersecciones que atraviesan la vida 

de las personas con discapacidad. La 

adopción explícita de estos marcos 

conceptuales y metodológicos 

refuerza el compromiso del 

Mecanismo con la participación 

efectiva, la justicia social y la garantía 

plena de derechos, tanto en el ámbito 

nacional como territorial. A 

continuación, se desarrollan los 

enfoques adoptados como ejes 

estructurantes del quehacer 

institucional. 

1.7.1. Enfoque de derechos 

humanos 

Este enfoque reconoce a las 

personas con discapacidad como 

titulares plenos de derechos, en 

igualdad de condiciones con las 

demás personas, y exige al Estado 

garantizar su ejercicio efectivo. En 

consecuencia, las acciones del 

Mecanismo se centran en el 

seguimiento al cumplimiento de las 

obligaciones estatales de respeto, 

protección y garantía de derechos, 

conforme a lo establecido en la CDPD 
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(Convención sobre los Derechos de 

las Personas con Discapacidad, 2006; 

Ley 1346 de 2009). 

1.7.2. Enfoque interseccional 

y diferencial 

Este enfoque parte del 

reconocimiento de que las personas 

con discapacidad viven múltiples 

formas de discriminación cuando su 

situación se cruza con otras 

condiciones como el género, la etnia, 

la edad, la orientación sexual, el 

territorio, entre otros factores. En línea 

con ello, el Mecanismo adopta 

medidas diferenciadas y contextuales 

que visibilizan las desigualdades 

estructurales y promueven la 

participación efectiva de grupos 

históricamente excluidos (UNFPA, 

2024). 

Este espacio reconoce la 

identidad cultural del pueblo Rom 

(gitano) como parte de la diversidad 

étnica colombiana y promueve el 

seguimiento a los derechos de las 

personas Rom con discapacidad. Aquí 

se construyen rutas de monitoreo 

culturalmente pertinentes, respetando 

la kriss romaní, la oralidad, la 

movilidad tradicional y los valores del 

pueblo Rom, en cumplimiento del 

artículo 30 de la CDPD y la 

jurisprudencia sobre diversidad étnica 

y discapacidad. 

1.7.3. Enfoque territorial 

El enfoque territorial reconoce 

las profundas brechas existentes entre 

zonas rurales y urbanas, así como la 

diversidad sociocultural y geográfica 

del país. En consecuencia, el 

Mecanismo incorpora una lógica 

descentralizada, diferenciada y 

situada que garantiza la participación 

de actores locales, el análisis 

contextualizado de barreras, y la 

formulación de recomendaciones con 

pertinencia territorial (DANE, 2023). 

1.7.4. Enfoque de ciclo de 

vida 

El enfoque de ciclo de vida 

permite analizar las condiciones de 

exclusión y vulneración de derechos 

de las personas con discapacidad en 

las diferentes etapas de su vida, desde 

la niñez hasta la vejez. Este enfoque 

orienta al Mecanismo en la 

identificación de transiciones críticas, 

acumulación de desigualdades, y 

oportunidades de intervención 

estratégica en cada etapa vital 

(Ministerio de Salud y Protección 

Social, 2013). 
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1.7.5. Enfoque de infancia y 

adolescencia con discapacidad 

En concordancia con la 

Observación General No. 9 del Comité 

sobre los Derechos del Niño (CDN), se 

incorpora de forma explícita el 

enfoque de infancia y adolescencia 

con discapacidad, visibilizando sus 

necesidades, voces y derechos 

específicos. Este grupo poblacional 

requiere atención diferenciada en 

términos de protección, participación y 

acceso efectivo a servicios esenciales, 

en concordancia con los artículos 7 y 

24 de la CDPD y los principios de la 

Convención sobre los Derechos del 

Niño (Naciones Unidas, 2006). 

1.7.6. Enfoque de 

participación comunitaria 

El Mecanismo promueve la 

participación activa, libre e informada 

de las personas con discapacidad y 

sus organizaciones representativas en 

todo el ciclo de acción institucional. 

Este enfoque privilegia metodologías 

participativas, horizontales y 

accesibles que fortalecen la 

legitimidad del seguimiento y la 

incidencia desde los territorios 

(Harvard DRCLAS, s.f.). 

1.7.7 Enfoque de 

discapacidad 

El enfoque de discapacidad 

adoptado por el Mecanismo se 

fundamenta en el modelo social y de 

derechos humanos, tal como lo 

establece la CDPD. Este enfoque 

reconoce que las discapacidades no 

son una característica inherente a la 

persona, sino el resultado de la 

interacción con entornos físicos, 

sociales, comunicacionales y 

actitudinales que generan barreras 

para su plena inclusión y participación 

en igualdad de condiciones (Naciones 

Unidas, 2006). Así, el Mecanismo 

orienta su acción hacia la 

transformación de estas condiciones 

estructurales, promoviendo ajustes 

razonables, accesibilidad universal y 

eliminación de prácticas 

discriminatorias. La adopción de este 

enfoque implica rechazar visiones 

asistencialistas o biomédicas, y 

posicionar a las personas con 

discapacidad como sujetas de 

derechos, activas en la producción de 

conocimiento, la incidencia y la toma 

de decisiones públicas (Palacios, 

2008; Comité CDPD, 2018). Desde 

esta perspectiva, el seguimiento 

realizado por el Mecanismo se basa 
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en principios de autonomía, dignidad, 

igualdad sustantiva, participación y no 

discriminación, conforme al marco 

normativo nacional e internacional 

vigente (Ley 1346 de 2009; Ley 1618 

de 2013; CDPD, arts. 1 y 3). 

1.7.8 Enfoque étnico-racial: 

pueblos indígenas y comunidades 

afrodescendientes con 

discapacidad 

El Mecanismo Independiente 

incorpora un enfoque étnico-racial que 

reconoce los efectos diferenciados 

que enfrentan las personas con 

discapacidad pertenecientes a 

pueblos indígenas, comunidades 

afrodescendientes, palenqueras, 

raizales y otras colectividades étnicas 

en Colombia. Este enfoque se 

fundamenta en el artículo 30 de la 

Convención sobre los Derechos de las 

Personas con Discapacidad (CDPD), 

que obliga a los Estados Parte a 

respetar y promover la identidad 

cultural y lingüística de las personas 

con discapacidad pertenecientes a 

minorías étnicas o pueblos originarios 

(Naciones Unidas, 2006). 

Asimismo, la Observación 

General N.º 3 del Comité sobre los 

Derechos de las Personas con 

Discapacidad (CRPD, 2016) y las 

recomendaciones derivadas de 

revisiones periódicas a Colombia 

(CRPD, 2022) han reiterado la 

necesidad de garantizar medidas 

específicas para la protección de los 

derechos de estas poblaciones, 

considerando sus contextos 

socioterritoriales, estructuras de 

gobernanza propias, cosmovisiones, 

lenguas, y sistemas de medicina 

ancestral. 

Desde esta perspectiva, el 

Mecanismo promoverá mecanismos 

de monitoreo intercultural que: 

 

 Identifiquen barreras 

específicas que enfrentan las 

personas con discapacidad en 

contextos étnicos, como el 

racismo estructural, el 

desplazamiento forzado, la 

desprotección jurídica de 

territorios colectivos, la 

discriminación institucional y la 

falta de interpretación en 

lenguas propias. 

 Aseguren la participación 

representativa de autoridades 

étnicas, organizaciones 

comunitarias, mujeres líderes 

afrodescendientes e indígenas, 
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y sabedores tradicionales, en 

espacios de diálogo, consulta y 

vigilancia del cumplimiento de 

la CDPD. 

 Desarrollen indicadores 

desagregados que incorporen 

variables étnicas y raciales en 

los sistemas de información y 

monitoreo del Mecanismo, en 

concordancia con los 

lineamientos del DANE (2023) y 

el Comité CDPD (2021). 

 Fortalezcan capacidades 

locales a través de alianzas 

con cabildos, consejos 

comunitarios, redes juveniles, 

procesos organizativos y 

universidades interculturales, a 

fin de promover el seguimiento 

territorial desde enfoques 

propios. 

 Difundan en lenguas 

originarias y formatos 

accesibles los contenidos 

clave del Protocolo IMPACTA y 

los hallazgos del monitoreo, 

garantizando el derecho a la 

información de las 

comunidades étnicas con 

discapacidad. 

 

Este enfoque reconoce que la 

discapacidad no puede analizarse de 

manera aislada, sino que debe 

comprenderse desde la intersección 

con condiciones históricas de 

exclusión racial, colonialismo, 

marginación territorial y desigualdad 

estructural. Por ello, el Mecanismo 

integrará el enfoque étnico-racial 

como un componente transversal en 

todas sus funciones —promoción, 

protección y supervisión—, en 

coherencia con los principios de 

autodeterminación, justicia social y 

pluralismo jurídico que rigen el Estado 

colombiano. 
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Capítulo 2. Criterios de Elegibilidad y 

Procedimiento de Vinculación de Actores 
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ste capítulo presenta los 

lineamientos técnicos y 

procedimentales que 

regulan el ingreso de actores al 

Mecanismo Independiente, en el 

marco del Protocolo IMPACTA. Su 

objetivo es establecer procesos de 

vinculación claros, inclusivos y 

alineados con el artículo 33.2 de la 

Convención sobre los Derechos de las 

Personas con Discapacidad (CDPD), 

que exige estructuras independientes 

y participativas para su 

implementación (United Nations, 

2006). 

En primer lugar, es importante 

señalar que la legitimidad del 

monitoreo se sustenta en la diversidad 

de voces involucradas, así como en la 

representatividad territorial y sectorial. 

Por tanto, los criterios de elegibilidad 

deben ser objetivos, verificables y 

orientados a garantizar la participación 

de actores pertinentes, evitando 

exclusiones, conflictos de interés o 

riesgos de captura institucional 

(OHCHR, 2023). 

En coherencia con lo anterior, el 

Protocolo establece rutas 

diferenciadas de vinculación para 

actores diversos, tales como 

organizaciones de personas con 

discapacidad (OPD), universidades e 

IES, centros de investigación, pueblos 

étnicos, expertos independientes y 

organizaciones de la sociedad civil 

con experiencia demostrable en el 

campo de la discapacidad y los 

derechos humanos.  

Estas rutas se encuentran 

alineadas con las disposiciones 

establecidas en los Estatutos del 

Mecanismo Independiente, que 

otorgan respaldo institucional a la 

incorporación plural, autónoma y 

técnicamente cualificada de actores, 

en concordancia con los principios de 

participación efectiva y gobernanza 

inclusiva que guían su estructura 

organizacional (Alianza Coordinadora, 

2023).  

En todos los casos, se evaluará 

la experiencia territorial, la 

competencia técnica, la afinidad con el 

enfoque de derechos y el 

cumplimiento de normas de 

accesibilidad universal, como las 

establecidas en las WCAG 2.1 y en la 

Ley 1618 de 2013 (Congreso de 

Colombia, 2013). 

De este modo, IMPACTA no 

solo actúa como un instrumento de 

E 
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carácter operativo, sino como una 

plataforma de gobernanza inclusiva 

que articula múltiples capacidades en 

torno al monitoreo técnico, autónomo 

y riguroso de los compromisos 

internacionales asumidos por el 

Estado colombiano. Este modelo 

promueve la rendición de cuentas 

públicas, refuerza la transparencia 

institucional y consolida mecanismos 

de corresponsabilidad social 

orientados al cumplimiento progresivo 

de los derechos de las personas con 

discapacidad (United Nations, 2006), 

en coherencia con las funciones 

atribuidas al Mecanismo en sus 

Estatutos y documentos operativos 

(Alianza Coordinadora, 2023). 

 

2.1. Tipologías de 

participación 

Con el propósito de asegurar 

una participación efectiva y 

estructurada, el Mecanismo establece 

diversas tipologías que reconocen la 

diversidad de actores, contextos y 

capacidades institucionales. Estas 

formas de vinculación no solo 

responden a criterios técnicos y 

normativos, sino que también reflejan 

el compromiso con los principios de 

pluralidad, corresponsabilidad y 

accesibilidad. Así, la participación se 

concibe como una dinámica 

escalonada, que permite canalizar 

aportes desde distintos niveles de 

compromiso e incidencia, 

fortaleciendo el carácter inclusivo y 

autónomo del monitoreo de la 

Convención en Colombia. 

2.1.1.Participación 

consultiva. 

Corresponde a actores que 

aportan desde el análisis técnico y el 

saber especializado, como 

universidades e IES, centros de 

pensamiento y expertos 

independientes. Esta forma de 

participación no conlleva 

responsabilidades directas en la toma 

de decisiones, pero sí permite 

intervenir con voz en espacios de 

discusión, asesoramiento y 

generación de conocimiento. Su 

inclusión amplía el rigor del monitoreo 

sin comprometer la autonomía 

deliberativa del Mecanismo. Su 

alcance se concentra en la provisión 

de insumos estratégicos, informes 

técnicos y apoyo conceptual a líneas 

temáticas. Generalmente, su duración 

se vincula a ciclos temáticos o 
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periodos de observación definidos, sin 

exceder los seis meses, renovables 

según evaluación técnica. 

2.1.2. Participación activa. 

Se refiere a actores que, 

además de participar en espacios 

deliberativos, asumen compromisos 

técnicos y políticos dentro de la 

operación del Mecanismo. Estas 

entidades o personas deben 

demostrar trayectoria en derechos 

humanos, prácticas inclusivas y 

capacidad para incidir en los procesos 

de seguimiento, evaluación o 

formulación de recomendaciones.  

Su rol está orientado a la 

corresponsabilidad y co-construcción 

de estrategias. Su vinculación es 

continua durante el periodo que dure 

la estrategia operativa 

correspondiente, con posibilidad de 

renovación anual, conforme a lo 

dispuesto en el artículo 15 de los 

Estatutos del Mecanismo, que 

establece la evaluación periódica de 

los compromisos asumidos. 

  2.1.3. Participación 

institucional. 

Implica una vinculación formal 

con líneas operativas del Mecanismo 

mediante convenios marco, planes de 

trabajo y compromisos verificables. 

Está dirigida a organizaciones 

legalmente constituidas con 

capacidad de operación sostenida, 

legitimidad representativa y 

estructuras de gobernanza interna 

claras. Estas entidades pueden 

contribuir con insumos técnicos, 

recursos logísticos y coordinación 

territorial. En esta categoría se 

incluyen también alianzas estratégicas 

con instituciones académicas y 

organizaciones de cooperación para el 

desarrollo de proyectos conjuntos, así 

como programas de pasantías e 

investigación que fortalezcan las 

capacidades técnicas del Mecanismo 

y promuevan el relevo generacional 

con enfoque de derechos. 

Del mismo modo, se incluyen 

los observatorios colaborativos, los 

cuales operan como plataformas de 

análisis, vigilancia técnica y 

producción de datos, contribuyendo al 

monitoreo estructurado y temático de 

la CDPD. Su alcance comprende el 

desarrollo de acciones 

institucionalizadas, programas de 

formación, producción de datos y 

ejecución conjunta de actividades de 
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monitoreo. La duración dependerá del 

convenio firmado, con un mínimo 

sugerido de seis meses y evaluación 

intermedia. 

2.1.4. Participación ad hoc. 

Diseñada para situaciones 

específicas, esta modalidad permite la 

inclusión de actores en función de 

temas coyunturales, urgencias 

territoriales o iniciativas de corto plazo. 

Aunque su participación es temporal y 

focalizada, debe respetar los 

principios del Mecanismo y 

formalizarse mediante actas o 

términos de referencia.  Su alcance 

está limitado a intervenciones 

puntuales y con tiempos acotados, 

como eventos temáticos, informes de 

coyuntura o asesorías técnicas 

breves. Por participación breve se 

entiende una vinculación técnica o 

deliberativa no mayor a dos meses, 

ajustada a un producto o acción 

claramente delimitada en tiempo y 

propósito. 

2.1.5. Otras formas 

complementarias de participación. 

A continuación se describen 

otras formas de participación: 

2.1.5.1. Participación 

comunitaria. Se refiere a la vinculación 

directa de comunidades rurales, 

étnicas o locales a través de círculos 

de diálogo, asambleas deliberativas y 

encuentros participativos. Estas 

dinámicas fortalecen el 

reconocimiento de saberes situados y 

permiten capturar voces que 

usualmente no acceden a espacios 

institucionalizados. Su alcance radica 

en la validación territorial de acciones, 

el levantamiento de alertas tempranas 

y la promoción de derechos en 

ámbitos locales. 

2.1.5.2. Participación digital.  

Se concreta mediante 

plataformas accesibles y tecnologías 

inclusivas que habilitan consultas 

públicas, encuestas, foros virtuales o 

votaciones temáticas. Esta modalidad 

resulta clave para ampliar la cobertura 

y reducir brechas territoriales o de 

movilidad. Su alcance facilita la 

consulta remota, la retroalimentación 

ciudadana y la sistematización de 

opiniones sobre procesos del 

Mecanismo. 

2.1.5.4. Participación cultural. 

Abarca expresiones artísticas, 

comunicativas o simbólicas que 

permiten narrar realidades, denunciar 
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exclusiones o formular propuestas 

desde otros lenguajes. Incluye 

murales, audiovisuales, obras de 

teatro o fotografía participativa, 

promoviendo vínculos entre cultura y 

derechos. Su alcance fortalece el 

componente pedagógico, 

sensibilizador y de apropiación social 

del Mecanismo 

2.1.5.5. Participación híbrida. 

Corresponde a estrategias mixtas que 

combinan varias modalidades 

anteriores. Esta forma flexible permite 

adaptarse a las capacidades, 

necesidades y contextos de los 

actores interesados, fortaleciendo la 

inclusión progresiva y la diversidad 

metodológica. Su alcance es amplio y 

funcional para planes multiactor y 

multiescalar que requieren enfoques 

integrales de participación. 

En suma, las distintas 

tipologías de participación 

reconocidas por el Protocolo 

IMPACTA permiten estructurar una 

arquitectura inclusiva, flexible y 

funcional, que reconoce la 

heterogeneidad de los actores y la 

multiplicidad de sus aportes. Estas 

modalidades no operan de forma 

excluyente, sino que se 

complementan en un ecosistema 

participativo que articula niveles de 

compromiso, tiempos diferenciados y 

formatos adaptados a cada perfil. De 

este modo, el Mecanismo fortalece su 

legitimidad social, amplía su alcance 

territorial y consolida alianzas 

estratégicas para el seguimiento 

riguroso de los derechos de las 

personas con discapacidad, en 

consonancia con los principios de la 

CDPD y los lineamientos de la Guía 

Práctica de la OACNUDH (2023). 

2.2. Categorización de Actores 

para Participación Activa y 

Criterios de Ingreso. 

La participación activa 

constituye la forma más comprometida 

y corresponsable de vinculación al 

Mecanismo Independiente, dado que 

implica asumir funciones sustantivas 

de deliberación, monitoreo y 

construcción de recomendaciones en 

el marco de la CDPD. Para garantizar 

su adecuado funcionamiento, esta 

modalidad se estructura en categorías 

que permiten ordenar y cualificar la 

diversidad de actores involucrados, 

conforme a lo dispuesto en el artículo 

15 de los Estatutos del Mecanismo 
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(Alianza Coordinadora, 2023). Cada 

categoría responde a un conjunto de 

requisitos técnicos, éticos y de 

representatividad, así como a cupos 

máximos que equilibran pluralidad y 

operatividad.  

Este esquema no busca limitar 

el ingreso, sino asegurar que quienes 

integren esta tipología cuenten con 

capacidades verificables, una 

trayectoria relevante y un compromiso 

efectivo con los principios del 

Protocolo IMPACTA. A continuación, 

se detallan las categorías habilitadas, 

los criterios de ingreso específicos y 

los mecanismos de verificación 

asociados. 

2.2.1. Actores Elegibles para 

Vinculación 

El Protocolo IMPACTA 

considera elegibles a todas aquellas 

entidades, colectivos u organizaciones 

que contribuyan al fortalecimiento 

técnico, ético y participativo del 

sistema nacional de monitoreo de la 

CDPD. La participación debe basarse 

en principios de inclusión, solvencia 

profesional y compromiso con los 

derechos humanos. Los Estatutos del 

Mecanismo establecen que dicha 

incorporación estará sujeta a criterios 

de idoneidad técnica, pluralidad 

representativa y coherencia con los 

principios de la CDPD, incluyendo 

procedimientos de evaluación y 

acreditación que aseguren la 

transparencia e independencia del 

proceso (Alianza Coordinadora, 

2023). 

Entre los actores prioritarios 

figuran las organizaciones de 

personas con discapacidad (OPD) 

legalmente reconocidas, que 

representen legítimamente distintos 

tipos de discapacidad y reflejen 

diversidad territorial, étnica, 

generacional y de género. También se 

contemplan instituciones de 

educación superior, centros de 

pensamiento, observatorios 

académicos y colectivos de 

investigación con líneas activas en 

temas como inclusión, accesibilidad y 

derechos humanos. 

Se reconoce, además, la 

trayectoria de organizaciones de la 

sociedad civil con experiencia en 

incidencia política, monitoreo 

ciudadano, litigio estratégico, 

formación o implementación de 

proyectos dirigidos a personas con 
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discapacidad. Expertos 

independientes, nacionales o 

internacionales, podrán ser vinculados 

mediante procesos abiertos o 

invitaciones técnicas, conforme a los 

lineamientos del Mecanismo. 

Asimismo, se prevé la inclusión 

de actores del sector privado que 

evidencien buenas prácticas de 

responsabilidad social empresarial, en 

ámbitos como inclusión laboral, 

innovación con enfoque de derechos o 

accesibilidad universal. En todos los 

casos, la postulación estará sujeta a 

evaluación técnica, garantizando el 

cumplimiento de los principios de 

transparencia, autonomía y 

representatividad exigidos por el 

Protocolo IMPACTA. 

2.2.2. Categorías de Actores y 

Criterios de Ingreso 

El Mecanismo Independiente 

ha establecido categorías 

diferenciadas de actores, cada una 

con requisitos específicos, cupos 

máximos y fuentes de verificación. 

Estos criterios permiten mantener un 

equilibrio entre pluralidad 

representativa y viabilidad operativa. 

Si bien se han definido cupos máximos 

por categoría, una participación menor 

no compromete el funcionamiento ni la 

legitimidad del Mecanismo, siempre 

que se garantice la diversidad 

sectorial, territorial y de discapacidad. 

2.2.2.1. Criterios de ingreso al 

Mecanismo Independiente. Para 

garantizar una participación legítima, 

técnica y representativa en el 

Mecanismo Independiente de 

seguimiento a la Convención sobre los 

Derechos de las Personas con 

Discapacidad (CDPD), se establecen 

los siguientes criterios de ingreso, con 

base en marcos jurídicos nacionales e 

internacionales. 

 Reconocimiento legal y 

representación democrática 

Las organizaciones postulantes 

deben contar con personería 

jurídica vigente y demostrar 

mecanismos internos de 

participación democrática en la 

toma de decisiones, como lo 

establece la Ley Estatutaria 1618 

de 2013 (Congreso de Colombia, 

2013). 

 Experiencia técnica en 

discapacidad e inclusión 

Se requiere una trayectoria 

comprobada de tres a cinco años 

en temas relacionados con 
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discapacidad, inclusión o 

derechos humanos. Esta 

experiencia debe estar 

respaldada por proyectos, 

investigaciones o intervenciones 

que reflejen un enfoque de 

derechos. Es importante aclarar 

que la prestación de servicios 

asistenciales no constituye por sí 

sola experiencia técnica 

especializada, salvo que incluya 

sistematización, evaluación o 

incidencia demostrable (Oficina 

del Alto Comisionado de las 

Naciones Unidas para los 

Derechos Humanos 

[OACNUDH], 2023). 

 Presencia territorial o sectorial 

comprobable 

Las organizaciones deben 

demostrar intervención activa en 

el ámbito local, regional o 

nacional, con evidencia 

documental de su trabajo en 

comunidades específicas o 

sectores clave. Este criterio 

responde a lo dispuesto en las 

orientaciones del Sistema 

Nacional de Discapacidad 

(Ministerio del Interior, 2022). 

 Coherencia programática con 

la CDPD 

Los programas desarrollados 

deben guardar relación directa 

con los principios de la CDPD, 

como la accesibilidad, vida 

independiente, participación 

política, y no discriminación 

(Organización de las Naciones 

Unidas [ONU], 2006). 

 Aplicación de enfoques de 

accesibilidad y derechos 

Las entidades deben adoptar 

formatos accesibles y aplicar 

enfoques diferenciales como el 

de género, interseccionalidad y 

ciclo de vida en sus acciones 

institucionales, en coherencia 

con los estándares 

internacionales (OACNUDH, 

2023). 

 Independencia institucional y 

compromiso ético 

Se valorará positivamente la 

autonomía institucional frente a 

intereses políticos o económicos, 

así como el compromiso ético y 

de transparencia en su gestión. 

Este principio ha sido adoptado 

por la Alianza Coordinadora de 

Organizaciones Nacionales de 
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Personas con Discapacidad 

(Alianza Coordinadora, 2023). 

 Capacidad operativa y 

disponibilidad técnica 

Las entidades deben contar con 

equipos técnicos, recursos 

logísticos y disponibilidad 

suficiente para asumir de forma 

efectiva las funciones que les 

asigne el Mecanismo (Congreso 

de Colombia, 2013). 

 

En conjunto, estos criterios buscan 

asegurar que las entidades que 

integren el Mecanismo Independiente 

cuenten con las capacidades, la 

legitimidad y el compromiso 

necesarios para contribuir de manera 

efectiva a la vigilancia, promoción y 

garantía de los derechos de las 

personas con discapacidad. Su 

adecuada aplicación permitirá 

consolidar un espacio de monitoreo 

plural, autónomo y técnicamente 

sólido, alineado con los principios de 

la CDPD y con las demandas 

históricas del movimiento por la 

discapacidad en Colombia. Así, el 

Mecanismo no solo fortalecerá la 

rendición de cuentas del Estado, sino 

que también abrirá camino a nuevas 

formas de participación y control social 

con enfoque de derechos. 

2.3. Clasificación Operativa de 

Actores Vinculables 

La participación activa constituye 

la categoría con mayor compromiso 

operativo y estratégico dentro del 

Mecanismo. A continuación se 

detallan las tipologías reconocidas, 

junto con sus cupos máximos, 

requisitos específicos y fuentes de 

verificación: 

 Organizaciones de Personas 

con Discapacidad (OPD) 

nacionales: hasta 14 actores (2 

por tipo de discapacidad). Se 

exige registro ante el Ministerio del 

Interior y un modelo de 

gobernanza interna con criterios 

democráticos. Verificación 

mediante certificado de Cámara 

de ONG. 

 OPD territoriales: hasta 14 

actores en modalidad rotativa. 

Deben tener cobertura municipal o 

departamental comprobable, y 

personería jurídica local válida. 

 Organizaciones no 

gubernamentales de derechos 

humanos: hasta 6 actores con 

trayectoria mínima de 3 años en 
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temáticas de discapacidad, 

evidenciada mediante informes o 

proyectos anteriores. 

 Universidades e Instituciones 

de Educación Superior (IES): 

hasta 4 actores con programas o 

líneas de investigación activas en 

discapacidad o derechos 

humanos. Se valida a través de 

SNIES o grupos de investigación 

registrados ante 

Colciencias/Minciencias. 

 Grupos de expertos: hasta 6 

participantes con al menos cinco 

años de experiencia en el área y 

mínimo tres publicaciones 

indexadas. Verificables mediante 

CvLAC y ORCID. 

 Sector privado con prácticas de 

responsabilidad social 

empresarial (RSE): hasta 4 

actores. Deben presentar 

evidencia de programas activos 

en inclusión laboral y 

accesibilidad. Fuente de 

verificación: informe de 

sostenibilidad con metodología 

GRI. 

 Organismos de control 

(Contraloría General, 

Procuraduría, Defensoría del 

Pueblo): actúan como miembros 

permanentes del Mecanismo 

conforme al artículo 9 de los 

Estatutos, sin cupo limitado. Su 

participación responde a su rol de 

veeduría institucional en la 

garantía de los derechos de las 

personas con discapacidad. 

 Veedurías ciudadanas. Se 

reconoce la participación de 

veedurías ciudadanas legalmente 

constituidas que tengan dentro de 

su objeto social el seguimiento a 

políticas públicas, la defensa de 

derechos humanos o la vigilancia 

en temas relacionados con la 

discapacidad. Estas veedurías 

formarán parte de la Mesa 

General, con voz y voto, en 

igualdad de condiciones con los 

demás integrantes activos del 

Mecanismo. 

Para garantizar su legitimidad, 

autonomía y experiencia 

organizativa, se exigirá que las 

veedurías interesadas acrediten al 

menos un (1) año de constitución 

legal previa al momento de su 

postulación, así como trayectoria 

verificable en procesos de control 

social, participación ciudadana o 
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defensa de los derechos de las 

personas con discapacidad. 

Se establecerá un mínimo de 

tres (3) cupos fijos para veedurías 

ciudadanas dentro de la Mesa 

General, garantizando su 

participación directa en los 

procesos de deliberación, 

seguimiento y toma de decisiones.  

En caso de que, en la 

convocatoria correspondiente, se 

presente un número inferior al 

mínimo establecido, las veedurías 

que se postulen y cumplan con los 

requisitos podrán integrarse al 

Mecanismo con los derechos 

plenos como participantes activos. 

La Mesa General podrá convocar 

una nueva ronda de inscripción o 

dejar los cupos restantes vacantes 

hasta la siguiente convocatoria 

anual. 

Asimismo, los cupos asignados 

a las veedurías ciudadanas 

podrán ser ampliados por decisión 

de la Mesa General, atendiendo a 

criterios de equidad territorial, 

diversidad poblacional, 

experiencia técnica y 

representación temática, con el fin 

de garantizar una participación 

plural, descentralizada y efectiva. 

 

Este esquema busca asegurar 

una base sólida y representativa de 

actores con criterios técnicos y éticos 

verificables, orientados al 

fortalecimiento del monitoreo nacional. 

La diversidad de perfiles, junto con 

mecanismos transparentes de 

ingreso, permite consolidar una 

arquitectura participativa eficaz, sin 

supeditar su eficacia al número exacto 

de integrantes, sino a la calidad, 

pertinencia y compromiso de quienes 

integran el Mecanismo. 

2.4. Procedimiento de 

vinculación de actores para 

participación activa 

El proceso de incorporación de 

actores con participación activa en el 

Mecanismo Independiente se 

estructura en cuatro fases 

secuenciales: convocatoria pública, 

postulación documentada, evaluación 

técnica y acreditación formal. Este 

procedimiento, regulado por el artículo 

15 de los Estatutos del Mecanismo 

(Alianza Coordinadora, 2023), 

asegura que la vinculación se realice 

bajo los principios de transparencia, 
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accesibilidad y pluralidad, en 

coherencia con el artículo 33.2 de la 

CDPD (United Nations, 2006) y las 

directrices de la Guía de 

Implementación del OHCHR (2023). 

2.4.1. Convocatoria pública. 

La Dirección Ejecutiva del 

Mecanismo emite convocatorias 

abiertas y accesibles, garantizando su 

difusión en formatos inclusivos 

(lengua de señas, lectura fácil, braille, 

entre otros), conforme a la Ley 1618 

de 2013 y las WCAG 2.1 (Congreso de 

Colombia, 2013). Las convocatorias 

especifican requisitos, criterios de 

evaluación, cronograma y canales de 

postulación. 

2.4.2. Postulación 

documentada. 

Las organizaciones, 

instituciones o personas interesadas 

deben presentar una solicitud formal 

acompañada de evidencia que 

respalde su experiencia, 

representatividad, enfoque técnico y 

afinidad con los principios del 

Mecanismo. En el caso de redes 

informales, se admite postulación 

solidaria respaldada por una entidad 

jurídica reconocida. 

2.4.3. Evaluación técnica.  

El Comité de Evaluación 

Independiente, designado por la Junta 

Directiva, analiza cada postulación en 

función de criterios preestablecidos 

como trayectoria en derechos 

humanos, enfoque diferencial, 

prácticas de accesibilidad, 

mecanismos de rendición de cuentas 

y presencia territorial. Los resultados 

se consignan en un informe motivado. 

2.4.4. Acreditación formal.  

Tras superar la evaluación, el 

actor postulante recibe una 

acreditación expedida por la Dirección 

Ejecutiva, habilitando su participación 

por un período inicial de dos años. 

Esta acreditación puede ser renovada 

o revocada según desempeño, 

conforme a los lineamientos de los 

Estatutos y el Protocolo IMPACTA. 

2.5. Procedimiento de 

renovación de la acreditación 

como actor activo 

La renovación de la 

acreditación como actor participante 

activo se configura como un 

procedimiento técnico-administrativo 

simplificado, destinado a verificar la 

continuidad de las condiciones que 

justificaron su vinculación inicial. Este 
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proceso debe iniciarse con noventa 

(90) días de antelación al vencimiento 

del período de acreditación, cuya 

duración es de dos (2) años, conforme 

al artículo 15 de los Estatutos del 

Mecanismo (Alianza Coordinadora, 

2023). 

La Dirección Ejecutiva, con el 

acompañamiento del Comité de 

Evaluación Independiente, emitirá una 

notificación formal de renovación. El 

actor acreditado deberá remitir un 

informe de continuidad, el cual deberá 

incluir: 

 Evidencias de participación y 

cumplimiento (actas, productos 

técnicos, informes de gestión); 

 Mecanismos de rendición de 

cuentas implementados; 

 Actualización de 

representación institucional y 

canales de contacto; 

 Manifestación de voluntad para 

continuar como actor activo. 

La evaluación del informe 

deberá realizarse en un plazo no 

mayor a cuarenta y cinco (45) días 

calendario. Esta podrá concluir con: 

(a) renovación automática por dos 

años más; (b) solicitud de ajustes; o (c) 

negativa motivada, en caso de 

incumplimientos graves. 

El proceso garantiza el debido 

proceso, incluyendo el derecho de 

contradicción. La renovación podrá 

ser suspendida si se constatan 

inactividad prolongada, conflictos de 

interés o vulneraciones a principios 

éticos. Este esquema de revisión 

periódica fortalece la sostenibilidad 

técnica e institucional del Mecanismo, 

contribuyendo a su legitimidad y 

eficacia conforme al marco 

establecido en la CDPD (United 

Nations, 2006) y los lineamientos del 

OHCHR (2023). 

2.6. Criterios de exclusión y 

procedimiento de suspensión 

de actores activos 

La exclusión o suspensión de 

actores acreditados como 

participantes activos del Mecanismo 

Independiente constituye una medida 

excepcional, adoptada para 

salvaguardar la integridad ética, 

técnica y jurídica del sistema de 

monitoreo. Esta disposición se 

fundamenta en el principio de 

corresponsabilidad institucional, la 

rendición de cuentas y el cumplimiento 
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de los estándares definidos en los 

Estatutos del Mecanismo (Alianza 

Coordinadora, 2023). 

2.6.1. Criterios de exclusión o 

suspensión. 

 Incumplimiento grave de los 

principios rectores del 

Mecanismo (transparencia, 

independencia, pluralidad, 

accesibilidad); 

 Inactividad continuada por más 

de seis (6) meses sin justificación 

aceptada; 

 Conflictos de interés no 

declarados o actuación en 

nombre de intereses contrarios a 

la CDPD; 

 Falsedad en la documentación 

aportada para la postulación o 

renovación; 

 Vulneración de derechos de 

otras personas con discapacidad 

o actores del Mecanismo; 

 Incumplimiento sistemático de 

los compromisos adquiridos en 

espacios deliberativos o 

técnicos; 

 Sanciones penales o 

disciplinarias vigentes por 

hechos relacionados con 

corrupción, discriminación o 

violencia institucional. 

2.6.2. Procedimiento. 

 Inicio: El procedimiento puede 

ser iniciado por la Dirección 

Ejecutiva, la Junta Directiva o 

mediante solicitud motivada de 

cualquier actor acreditado. 

 Notificación: Se emitirá una 

comunicación formal al actor 

implicado, detallando las 

razones y evidencias que 

motivan la evaluación de su 

continuidad. 

 Derecho de contradicción: El 

actor contará con un plazo de 

quince (15) días hábiles para 

presentar descargos, pruebas o 

alegatos. 

 Evaluación: El Comité de 

Evaluación Independiente 

revisará los elementos 

presentados y emitirá un 

concepto técnico no vinculante. 

 Decisión: La Junta Directiva 

resolverá en un plazo no mayor 

a veinte (20) días hábiles. Las 

decisiones deberán estar 
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debidamente motivadas y 

notificadas por escrito. 

 Recursos: El actor podrá 

interponer recurso de 

reposición ante la Junta 

Directiva, en un plazo de cinco 

(5) días hábiles desde la 

notificación. 

En caso de suspensión 

temporal, se definirá el plazo y las 

condiciones para la eventual 

rehabilitación. Si se opta por la 

exclusión definitiva, esta será 

registrada formalmente y con efectos 

inmediatos. En todo caso, se 

garantizarán los principios de debido 

proceso, imparcialidad, 

confidencialidad y proporcionalidad. 

Este procedimiento busca 

proteger la credibilidad del Mecanismo 

y prevenir riesgos de cooptación, 

desinformación o instrumentalización 

política, asegurando un monitoreo 

autónomo y centrado en los derechos 

humanos de las personas con 

discapacidad, conforme a la CDPD y 

los estándares internacionales 

vigentes. 

2.6 Capacitación y Desarrollo 

de Capacidades 

La formación y/o capacitación 

continua de los actores vinculados al 

Mecanismo Independiente constituye 

una estrategia fundamental para 

garantizar la calidad técnica, la 

autonomía crítica y la sostenibilidad 

institucional del monitoreo de la 

Convención sobre los Derechos de las 

Personas con Discapacidad (CDPD). 

En este marco, el Protocolo IMPACTA 

establece un plan estructurado de 

fortalecimiento de capacidades, 

orientado tanto a la inducción de 

nuevos participantes como al 

perfeccionamiento técnico de los ya 

vinculados. 

2.6.1. Programa introductorio 

obligatorio 

Todo actor acreditado para 

participación activa deberá cursar un 

programa de formación y/o 

capacitación introductoria con una 

duración mínima de ocho (8) horas. 

Este espacio formativo tiene carácter 

obligatorio y está compuesto por los 

siguientes módulos: 

 Convención sobre los Derechos 

de las Personas con 
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Discapacidad (CDPD): enfoque, 

principios y artículo 33; 

 Principios de París: estándares 

internacionales para 

instituciones de monitoreo 

independientes; 

 Ética, confidencialidad y 

responsabilidad institucional; 

 Introducción al sistema de 

indicadores del Mecanismo. 

La Dirección Ejecutiva será la 

encargada de coordinar la 

implementación del programa, 

garantizando su accesibilidad y 

pertinencia. La aprobación del curso 

se constituye como prerrequisito para 

el ejercicio formal de la participación 

activa. 

2.6.2. Módulos avanzados 

anuales 

Con el fin de actualizar 

conocimientos y profundizar en 

competencias técnicas, se ofertarán 

anualmente módulos avanzados con 

una duración acumulada de 

veinticuatro (24) horas en cada 

módulo. Los ejes temáticos prioritarios 

incluyen: 

 Diseño, monitoreo y validación 

de indicadores de seguimiento 

a la CDPD; 

 Litigio estratégico y defensa 

legal en derechos de las 

personas con discapacidad; 

 Gestión de datos, 

interoperabilidad y estándares 

éticos en información. 

Estos módulos serán ofrecidos 

mediante alianzas técnicas con 

instituciones de educación superior, 

entidades públicas especializadas y 

organismos multilaterales, 

asegurando una actualización basada 

en evidencia y buenas prácticas 

internacionales. 

2.6.3. Certificación conjunta y 

validación institucional 

El Mecanismo podrá suscribir 

convenios de cooperación con 

instituciones de educación superior 

acreditadas por el Ministerio de 

Educación Nacional, a fin de certificar 

de manera conjunta los programas de 

formación y/o capacitación 

desarrollados. Esta certificación 

fortalecerá el reconocimiento 

académico de los procesos y habilitará 

a los participantes para asumir roles 
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especializados dentro de las 

estructuras técnicas del Mecanismo. 

Asimismo, se promoverá la 

integración de los contenidos en 

planes de formación y/o capacitación 

más amplios sobre gobernanza, 

derechos humanos, participación e 

inclusión, lo cual contribuirá a la 

sostenibilidad y expansión de las 

capacidades institucionales del 

sistema de monitoreo. 

2.7. Procedimiento de 

Vinculación para las Otras 

Formas de Participación 

El Mecanismo Independiente 

reconoce formas de participación 

distintas a la activa, como la 

consultiva, institucional, ad hoc y 

complementaria, las cuales requieren 

procesos diferenciados, flexibles y 

proporcionales a su nivel de 

involucramiento. El procedimiento de 

vinculación en estas modalidades 

conserva criterios de legitimidad, 

transparencia y pertinencia técnica, 

pero adapta sus exigencias 

administrativas según el tipo y 

duración del vínculo. 

2.7.1 Fase de identificación y 

habilitación temática 

La Dirección Ejecutiva, podrá 

identificar necesidades específicas de 

participación en función de líneas 

temáticas, territoriales o coyunturales. 

En esta fase, se determinan las 

características del vínculo, el tipo de 

actor requerido y la modalidad más 

apropiada (consultiva, institucional, ad 

hoc o complementaria). Este análisis 

se formaliza mediante acta o término 

de referencia interno. 

2.7.2. Invitación técnica o 

convocatoria acotada 

Dependiendo de la naturaleza 

del vínculo, el Mecanismo podrá emitir 

invitaciones directas a actores 

previamente identificados o realizar 

convocatorias específicas, abiertas o 

cerradas. Estas convocatorias deben 

garantizar condiciones de 

accesibilidad y especificar con 

claridad: los objetivos del vínculo, la 

modalidad de participación, los 

entregables esperados, el periodo 

estimado de vinculación y los 

principios rectores aplicables. En el 

caso de participación comunitaria o 

cultural, se priorizará la difusión 
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territorial y por redes sociales, en 

formatos accesibles. 

2.7.3. Postulación 

simplificada y verificación básica 

La postulación en estas 

modalidades se realiza mediante un 

formulario simplificado y la entrega de 

documentos mínimos que acrediten la 

experiencia, trayectoria o afinidad del 

actor con los propósitos del 

Mecanismo. Para colectivos sin 

personería jurídica o agrupaciones 

culturales/comunitarias, se aceptará 

respaldo de terceros o validación por 

parte de organizaciones aliadas o 

entes territoriales. 

2.7.4. Evaluación 

proporcional y admisión formal 

Un equipo técnico de la 

Dirección Ejecutiva o una subcomisión 

designada revisará la documentación 

recibida aplicando criterios de 

pertinencia, calidad técnica y 

alineación con los valores del 

Mecanismo. La decisión de admisión 

será notificada por escrito y quedará 

formalizada mediante acta, carta de 

vinculación o convenio, según el caso. 

En todos los escenarios se informará 

al Consejo y/o Junta  Directivo o se 

dejará constancia en los registros 

institucionales. 

2.7.5. Capacitación 

adaptativa 

Cuando se considere 

necesario, el Mecanismo podrá 

extender a estos actores módulos 

específicos del plan de capacitación, 

ajustados a la naturaleza de su 

participación, para garantizar una 

comprensión adecuada del mandato, 

los principios de la CDPD y los 

estándares operativos mínimos. Esto 

contribuye a mantener un enfoque 

técnico y de derechos humanos 

transversal a todos los tipos de 

vinculación. 

2.7.6.Seguimiento, cierre y 

retroalimentación 

Al concluir el vínculo, el actor 

deberá entregar un informe de 

actividades o producto acordado. En 

modalidades institucionales o de 

mayor alcance (como observatorios o 

alianzas universitarias), se podrá 

solicitar una evaluación participativa. 

Esta fase permite alimentar el sistema 

de memoria institucional, identificar 

aprendizajes y valorar nuevas 

vinculaciones. 
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En suma, al articular 

procedimientos diferenciados para los 

distintos tipos de participación, así 

como criterios técnicos proporcionales 

al nivel de vinculación, se fortalece la 

diversidad metodológica y la 

capacidad adaptativa del sistema. 

Estas disposiciones encuentran 

respaldo normativo tanto en los 

Estatutos del Mecanismo (Alianza 

Coordinadora, 2023), como en los 

principios establecidos por el artículo 

33.2 de la CDPD (Naciones Unidas, 

2006) y en marcos nacionales como la 

Ley 850 de 2003 sobre veedurías 

ciudadanas (Congreso de Colombia, 

2003). De este modo, se consolida un 

modelo participativo de gobernanza 

que promueve la corresponsabilidad 

colectiva, la mejora continua y la 

producción social de conocimiento en 

torno a los derechos de las personas 

con discapacidad. 
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Capítulo 3. Derechos y Responsabilidades de 

los Actores según la Tipología de Participación 
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n coherencia con los 

principios de legalidad, 

transparencia, 

corresponsabilidad y 

pluralidad establecidos en el Protocolo 

IMPACTA, el presente capítulo define 

los derechos y responsabilidades de 

los actores vinculados al Mecanismo 

Independiente, diferenciando las 

obligaciones según su tipología de 

participación. Estas disposiciones se 

aplican con criterios de 

proporcionalidad, accesibilidad y 

pertinencia, y buscan asegurar una 

participación ética, efectiva y técnica 

en los distintos niveles de actuación 

del Mecanismo. 

Asimismo, se aclara que la 

vinculación de actores al Mecanismo 

Independiente no genera, en ningún 

caso, relación laboral alguna ni con el 

propio Mecanismo ni con ninguna de 

las entidades que lo apoyan. 

Cualquier vinculación de carácter 

contractual o laboral deberá estar 

expresamente regulada mediante un 

convenio, contrato o documento 

formal suscrito por las partes. Esta 

disposición se fundamenta en los 

principios de autonomía funcional, 

independencia operativa y 

sostenibilidad administrativa del 

Mecanismo. 

3.1 Participación activa 

3.1.1. Derechos 

 Derecho a voz en todas las sesiones, 

incluidas las deliberativas, técnicas y 

formativas del Mecanismo. 

 Derecho a voto consultivo en las 

sesiones plenarias del Mecanismo. 

 Acceso pleno a la información 

técnica, operativa y a las bases de 

datos de monitoreo, bajo estándares 

de protección de datos personales, 

en el marco del cumplimiento de las 

funciones del Mecanismo. 

 Garantía de ajustes razonables para 

la participación efectiva en el marco 

del cumplimiento de las funciones del 

Mecanismo, conforme a lo 

establecido en la Ley 1618 de 2013. 

 Participación en comités temáticos, 

subgrupos técnicos y misiones de 

observación o verificación en el 

marco del cumplimiento de las 

funciones del Mecanismo. 

E 
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3.1.2. Responsabilidades 

 Asistencia mínima al 75 % de las 

sesiones programadas (presenciales 

o virtuales. 

 Cumplimiento estricto de los 

principios de confidencialidad, ética  

 interseccional y protección de datos 

personales (Ley 1581 de 2012). 

 Entrega de insumos, informes o 

propuestas en los plazos 

establecidos por el cronograma 

operativo del Mecanismo. 

 Respeto al código de conducta 

adoptado por el Mecanismo, 

especialmente en lo relativo a trato 

digno, lenguaje inclusivo y 

prevención de cualquier forma de 

discriminación o violencia simbólica. 

3.2 Participación consultiva 

3.2.1.Derechos 

 Derecho a voz en los espacios de 

discusión técnica y asesoría, en el 

marco del cumplimiento de las 

funciones del Mecanismo. 

 Acceso parcial a bases documentales 

e instrumentos de análisis, con 

enfoque en producción de 

conocimiento, en el marco del 

cumplimiento de las funciones del 

Mecanismo. 

 Inclusión en procesos de consulta 

temática y elaboración de informes 

especializados, en el marco del 

cumplimiento de las funciones del 

Mecanismo. 

3.2.2. Responsabilidades 

 Entrega de aportes técnicos o 

conceptuales dentro del marco de los 

procesos consultivos definidos. 

 Observancia de las normas de 

confidencialidad y ética profesional. 

 Participación mínima obligatoria en al 

menos una sesión correspondiente a 

cada ciclo temático en el que el actor 

haya sido convocado o aceptado su 

vinculación. 

3.3 Participación institucional 

3.3.1.Derechos 

 Acceso a los espacios de 

articulación interinstitucional y 

seguimiento operativo. 

 Posibilidad de establecer 

convenios marco y acuerdos de 

colaboración para programas 

conjuntos. 

 Reconocimiento público del 

vínculo institucional en 

plataformas, informes, 

publicaciones y eventos. 
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3.3.2. Responsabilidades 

 Formalización del vínculo 

mediante convenio, Memorando 

de entendimiento, carta de 

intención, plan de trabajo o 

documento equivalente o 

análogo. 

 Cumplimiento de compromisos 

operativos definidos por el 

Mecanismo. 

 Participación activa en el 

desarrollo y evaluación de los 

proyectos colaborativos 

acordados. 

3.4 Participación ad hoc 

3.4.1. Derechos 

 Participación con voz en 

eventos, actividades específicas 

o ciclos temáticos definidos. 

 Acceso limitado a información 

relevante para el cumplimiento 

de la tarea asignada. 

3.4.2. Responsabilidades 

 Cumplimiento puntual del 

compromiso asumido. 

 Entrega del producto o informe 

correspondiente. 

 Acatamiento de las condiciones 

establecidas en el acta o término 

deferencia. 

3.5 Otras formas 

complementarias de 

participación 

3.5.1. Derechos 

 Acceso a mecanismos de diálogo 

comunitario, plataformas digitales 

y espacios culturales. 

 Reconocimiento simbólico y 

metodológico de los aportes 

realizados. 

 Inclusión en acciones 

pedagógicas, artísticas o de 

movilización social promovidas 

por el Mecanismo. 

3.5.2. Responsabilidades 

 Participación activa y respetuosa 

en los espacios convocados. 

 Consentimiento informado 

cuando se recoja información 

comunitaria o audiovisual. 

 Observancia de los principios 

éticos y de respeto a la diversidad 

territorial, cultural y generacional. 

Estas disposiciones buscan 

establecer un marco claro de 
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derechos y deberes que fortalezca la 

corresponsabilidad, la rendición de 

cuentas y el respeto mutuo dentro del 

funcionamiento del Mecanismo 

Independiente, contribuyendo a una 

gobernanza plural, inclusiva y 

técnicamente sustentada del sistema 

de monitoreo de la CDPD. 
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Mecanismo Independiente  
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



Página 52 de 110 
 

 

l Mecanismo Independiente 

para el Monitoreo de la 

CDPD en Colombia cuenta 

con una arquitectura institucional 

orientada a resultados, basada en la 

flexibilidad operativa, la autonomía 

funcional y la eficiencia técnica. Se 

prescinde de estructuras jerárquicas 

tradicionales, optando por un diseño 

dinámico que concentra el 

direccionamiento estratégico en la 

entidad implementadora y la 

conducción estratégica y técnica en 

cabeza de la Dirección Ejecutiva, 

garantizando así mayor coherencia 

operativa y agilidad decisional. 

4.1. Dirección Ejecutiva 

La Dirección Ejecutiva 

constituye la instancia superior de 

conducción técnica, estratégica y 

administrativa del Mecanismo. Ejerce 

su función con plena autonomía 

funcional y operativa, liderando la 

formulación, ejecución, seguimiento y 

evaluación del plan de acción del 

Mecanismo. Además, establece 

directrices para la articulación 

institucional, territorial y temática, y 

mantiene relaciones funcionales con 

la entidad implementadora mediante 

mecanismos normativos y 

contractuales previamente definidos. 

Sus responsabilidades incluyen: 

 Representar oficialmente al 

Mecanismo ante instancias 

nacionales e internacionales. 

 Formular el marco de 

direccionamiento estratégico y 

supervisar la ejecución del plan 

operativo. 

 Aprobar cronogramas técnicos y 

presupuestales, asegurando su 

cumplimiento. 

 Designar y liderar los equipos 

técnicos y unidades funcionales. 

 Establecer alianzas estratégicas y 

suscribir convenios de 

cooperación. 

 Aprobar productos técnicos y 

coordinar procesos de rendición 

pública de cuentas. 

 Activar y coordinar Núcleos 

Temáticos Especializados y la 

articulación territorial. 

E 



Página 53 de 110 
 

 Establecer mecanismos de 

seguimiento y validación sobre la 

ejecución técnica de las tareas 

delegadas a la entidad 

implementadora, en los términos 

acordados contractualmente, sin 

que ello implique subordinación 

jerárquica. 

4.2. Unidad Técnica Operativa 

(UTO) 

La Unidad Técnica Operativa 

es el equipo permanente de soporte 

especializado, bajo conducción directa 

de la Dirección Ejecutiva. Está 

integrada por profesionales con 

experiencia en derechos humanos, 

inclusión, planeación, Investigación 

académica y científica, gestión de 

proyectos y análisis de datos, según 

las necesidades misionales y 

operacionales del Mecanismo. Entre 

sus funciones están: 

 Ejecutar y monitorear las 

actividades previstas en el plan 

operativo. 

 Aplicar herramientas de 

seguimiento, indicadores y 

metodologías participativas. 

 Elaborar informes técnicos y 

apoyar procesos de evaluación. 

 Apoyar la participación 

diferenciada de actores y 

mantener estándares éticos y 

normativos. 

4.3. Núcleos Temáticos 

Especializados (NTE) 

Los Núcleos Temáticos 

Especializados son grupos de trabajo 

temporales conformados por expertos 

y actores participantes, activados por 

la Dirección Ejecutiva. Abordan áreas 

estratégicas como salud, educación, 

empleo, justicia o accesibilidad, y 

cumplen las siguientes tareas: 

 Desarrollar análisis técnicos y 

formular recomendaciones 

sectoriales. 

 Producir herramientas de 

seguimiento temático. 

 Participar en misiones de 

verificación e incidencia técnica. 

Su duración será de hasta seis 

meses, prorrogables por justificación 

técnica y cumplimiento de resultados 

parciales. 

4.4. Articulación Territorial 

Funcional (ATF) 

La Articulación Territorial 

Funcional responde al mandato de 

descentralización del Mecanismo, 
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permitiendo una interlocución activa 

con actores regionales y comunitarios. 

Bajo directrices técnicas de la 

Dirección Ejecutiva, se encarga de: 

 Ejecutar actividades de monitoreo 

en entornos locales. 

 Recolectar y validar datos con 

enfoque participativo. 

 Activar alertas tempranas ante 

vulneraciones de derechos. 

4.5. Secretaría Técnica 

Administrativa (STA) 

La Secretaría Técnica 

Administrativa ofrece soporte 

documental, operativo y logístico a 

toda la estructura funcional del 

Mecanismo. Entre sus tareas están: 

 Gestionar archivos institucionales 

y garantizar trazabilidad 

documental. 

 Organizar sesiones de trabajo, 

reuniones y logística técnica. 

 Canalizar solicitudes de acceso a 

información y coordinar reportes 

de avance. 

4.6. Función de 

implementación a cargo de la 

Alianza Coordinadora 

La Alianza Coordinadora actúa 

como entidad implementadora del 

Mecanismo Independiente, conforme 

a lo establecido en los Estatutos de la 

Alianza (Artículos 7 y 11). Su función 

es exclusivamente operativa, 

orientada a garantizar las condiciones 

administrativas, logísticas y 

financieras necesarias para el 

funcionamiento del Mecanismo. 

En ningún caso la Alianza 

ejerce dirección técnica, autoridad 

jerárquica ni funciones deliberativas 

dentro del Mecanismo. Conforme al 

Artículo 11 de sus Estatutos, la Alianza 

implementa lo dispuesto por la 

Dirección Ejecutiva mediante 

convenios, resoluciones u 

orientaciones estratégicas 

previamente acordadas, sin interferir 

en la autonomía funcional del 

Mecanismo (Alianza Coordinadora, 

2023). 

En calidad de implementadora, 

la Alianza puede formular propuestas 

de direccionamiento estratégico-

operativo que, una vez validadas por 

la Dirección Ejecutiva, se consolidan 
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como hoja de ruta para la ejecución. 

Así, se reconoce una relación 

funcional de colaboración basada en 

principios de autonomía técnica, 

coordinación contractual y 

responsabilidad compartida por 

resultados. 

Esta estructura técnica permite 

al Mecanismo Independiente operar 

con agilidad, rigurosidad y legitimidad, 

en cumplimiento del artículo 33.2 de la 

CDPD (United Nations, 2006) y de las 

orientaciones operativas contenidas 

en la Guía Práctica de Implementación 

(OHCHR, 2020). En síntesis, la 

arquitectura institucional del 

Mecanismo Independiente, centrada 

en la Dirección Ejecutiva y soportada 

por unidades técnicas especializadas, 

constituye un modelo de gobernanza 

flexible y orientado a resultados, que 

garantiza la autonomía operativa y la 

eficacia técnica para el cumplimiento 

de los mandatos establecidos en el 

artículo 33.2 de la CDPD, sin 

comprometer su independencia ni su 

capacidad de respuesta en contextos 

dinámicos y diversos. 

4.7 Estructura operativa 

El Mecanismo Independiente 

contará con una estructura técnica-

administrativa encabezada por la 

Dirección Ejecutiva, apoyada por los 

Comités especializados previstos en 

sus Estatutos, incluyendo al Comité de 

Evaluación Independiente, el Comité 

Técnico-Financiero y el Comité de 

Participación. 

Estos órganos operarán 

conforme a manuales internos que 

regulan su composición, periodicidad, 

quórum, toma de decisiones y 

funciones, en coherencia con el 

artículo 13 y siguientes de los 

Estatutos. 

4.8 Reuniones y sesiones de 

trabajo 

 Sesiones ordinarias: Cada 

Comité se reunirá como mínimo 

una vez al trimestre para evaluar 

los avances del Mecanismo, 

revisar informes y aprobar planes 

operativos, de evaluación o de 

financiación. En el caso del 

Comité de Evaluación 

Independiente, se reunirá al 

menos una vez al año, de acuerdo 
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con lo estipulado en el artículo 34 

de los Estatutos. 

 Reuniones extraordinarias: 

Podrán convocarse en caso de 

situaciones urgentes que 

comprometan el funcionamiento, 

independencia o cumplimiento del 

mandato del Mecanismo. 

 Actas y trazabilidad: Toda 

reunión será registrada mediante 

acta digital firmada 

electrónicamente por los 

asistentes, asegurando 

trazabilidad documental y 

custodia conforme a la Ley 527 de 

1999. 

4.9 Planificación y evaluación 

Cada año, la Dirección 

Ejecutiva deberá: 

 Formular el Plan Anual de Trabajo 

y/o acción y proyección 

presupuestal siguiente vigencia; 

 Establecer los indicadores de 

seguimiento técnico y financiero; 

 Presentar un informe de gestión a 

los órganos de gobierno del 

Mecanismo; 

 Garantizar un proceso 

participativo de evaluación 

liderado por el Comité de 

Evaluación Independiente, según 

lo establecido en el capítulo 

correspondiente del Protocolo. 

4.10 Control y rendición de 

cuentas 

La operación del Mecanismo 

observará los principios de eficiencia, 

legalidad, transparencia y rendición de 

cuentas. En cumplimiento de los 

Estatutos (Art. 37 y ss.), se 

garantizarán: 

 Auditorías externas e informes 

financieros anuales; 

 Espacios de rendición pública 

ante la sociedad civil; 

 Participación de personas con 

discapacidad en procesos de 

vigilancia ciudadana y evaluación 

de impacto; 

 Disponibilidad de información 

actualizada en su sitio web 

institucional, conforme a la Ley 

1712 de 2014 (Ley de 

Transparencia). 

4.11 Comisiones evaluadores 

independientes. 

A efectos del presente 

Protocolo, las Comisiones 

Evaluadoras Independientes se 

entenderán como instancias técnicas 
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de carácter ad hoc, constituidas 

temporalmente para el análisis, 

verificación y evaluación de 

situaciones específicas relacionadas 

con el ingreso, permanencia, 

seguimiento o desempeño de actores 

vinculados al Mecanismo 

Independiente, así como litigio 

estratégico. Estas comisiones estarán 

integradas por personas con 

trayectoria acreditada en derechos 

humanos, discapacidad, litigio 

estratégico, evaluación o participación 

ciudadana, designadas conforme a 

criterios de imparcialidad, idoneidad y 

diversidad.  

Su naturaleza será ad 

honorem, en coherencia con el 

carácter autónomo y sin ánimo de 

lucro del Mecanismo, sin perjuicio de 

que puedan reconocerse gastos de 

representación o apoyos logísticos 

cuando así lo determine la Dirección 

Ejecutiva, dentro de los márgenes 

presupuestales autorizados. Las 

funciones, composición y 

metodologías de trabajo de estas 

comisiones serán reglamentadas 

mediante acto interno y se 

desarrollarán bajo los principios de 

independencia, transparencia, 

confidencialidad y sujeción a los 

Estatutos institucionales y a la 

normativa nacional aplicable. 

4.12 Reglamento de 

Reuniones del Mecanismo 

Independiente 

Este reglamento establece las 

normas para la organización y 

desarrollo de las reuniones del 

Mecanismo Independiente de 

Seguimiento a la CDPD, incluyendo 

procedimientos de convocatoria, toma 

de decisiones y validación de actas, 

conforme a principios de gobernanza 

democrática, participación y 

transparencia. 

4.12.1 Composición de la Mesa 

General 

La Mesa General es el máximo 

órgano de gobernanza del Mecanismo 

Independiente de Seguimiento a la 

CDPD. Está conformada 

exclusivamente por los integrantes 

activos del Mecanismo Independiente 

de Seguimiento a la CDPD. Estos 

participantes cuentan con voz y voto 

en las deliberaciones, y su 

participación es vinculante para la 

toma de decisiones en los espacios de 

gobernanza del Mecanismo. Cada 
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integrante activo tendrá derecho a un 

(1) voto.  

La Alianza Coordinadora, como 

entidad implementadora, participará 

en calidad de integrante activo con un 

único voto institucional, aun cuando 

también ejerza funciones técnicas. En 

caso de empate, el Director Ejecutivo 

contará con un voto dirimente. 

4.12.2 Funciones de la Mesa 

General 

La Mesa General es el espacio de 

coordinación ampliada del 

Mecanismo, compuesta por sus 

integrantes plenos y aliados 

estratégicos. Tendrá como funciones: 

 Deliberar sobre los informes y 

recomendaciones del Mecanismo. 

 Discutir y aprobar la propuesta del 

Plan de Acción Anual, su marco 

estratégico y sus reformas 

sustantivas, conforme al mandato 

del Mecanismo y sus principios 

rectores. Esta propuesta será 

presentada para aprobación final 

ante los sistemas de gobernanza 

de la Alianza Coordinadora, en su 

calidad de entidad 

implementadora. 

 Avalar el seguimiento técnico al 

cumplimiento de la CDPD. 

 Impulsar acciones de articulación 

intersectorial e interinstitucional. 

 Proponer ajustes a los 

instrumentos de gobernanza y 

metodologías de trabajo. 

 Discutir y aprobar la propuesta de 

presupuesto, conforme al 

mandato del Mecanismo y sus 

principios rectores. Esta 

propuesta será presentada para 

aprobación final ante los sistemas 

de gobernanza de la Alianza 

Coordinadora, en su calidad de 

entidad implementadora. 

4.12.3. Periodicidad de las 

reuniones 

El Mecanismo se reunirá de 

forma ordinaria una vez al mes. Las 

reuniones extraordinarias podrán 

convocarse cuando existan 

situaciones urgentes o de relevancia 

para el cumplimiento del mandato, por 

solicitud del Director Ejecutivo o al 

menos de un tercio de sus integrantes. 

4.12.4. Convocatoria 

La convocatoria a las reuniones 

ordinarias o extraordinarias se 

realizará por medios electrónicos con 
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al menos tres (3) días hábiles de 

anticipación. La citación debe 

contener el orden del día, los 

documentos de trabajo, fecha, hora y 

enlace de conexión o lugar físico de la 

reunión. 

4.12.5. Presidencia y conducción 

Todas las reuniones serán 

presididas por el Director Ejecutivo del 

Mecanismo, quien orientará las 

deliberaciones y verificará el 

cumplimiento de los principios de 

inclusión, participación y 

transparencia. 

4.12.6. Facultades del Director 

Ejecutivo 

El Director Ejecutivo tendrá la 

atribución de suscribir, en nombre del 

Mecanismo, todas las resoluciones, 

circulares y actos que resulten de las 

decisiones colectivas adoptadas en 

las reuniones. 

4.12.7. Actas y firma de las 

reuniones 

Las actas serán elaboradas por 

un secretario ad hoc designado al 

inicio de cada sesión. En caso de no 

existir tal designación, las actas 

deberán ser suscritas por todos los 

asistentes a la reunión. Si se ha 

designado un secretario ad hoc, las 

actas serán firmadas por dicho 

secretario y por el Director Ejecutivo. 

Estas reposarán en los archivos de la 

Secretaría Técnica. 

4.12.8. Quórum deliberatorio y 

decisorio 

El quórum deliberatorio estará 

constituido por la mitad más uno de los 

integrantes activos del Mecanismo. 

Las decisiones se tomarán por 

mayoría simple de los asistentes, 

siempre que haya transcurrido al 

menos quince (15) minutos desde el 

inicio formal de la sesión. Cuando se 

aborden reformas normativas o 

adopción de posiciones 

institucionales, se requerirá mayoría 

calificada del 70% de los integrantes 

activos presentes en la sesión, con 

derecho a voto.
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Capítulo 5. Mecanismos de Seguimiento, 

Evaluación y Rendición de Cuentas  
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n consonancia con los 

principios de transparencia, 

legalidad, trazabilidad y 

corresponsabilidad establecidos en el 

Protocolo IMPACTA, el Mecanismo 

Independiente ha diseñado un 

conjunto de herramientas orientadas a 

garantizar el seguimiento periódico, la 

evaluación técnica y la rendición de 

cuentas de los actores vinculados. 

Estas acciones no solo fortalecen su 

estructura de gobernanza interna, sino 

que también aseguran el cumplimiento 

de las disposiciones del artículo 33.2 

de la Convención sobre los Derechos 

de las Personas con Discapacidad 

(CDPD) (United Nations, 2006), en 

coherencia con lo dispuesto en los 

Estatutos de la Alianza Coordinadora 

(Alianza Coordinadora, 2023). 

5.1 Seguimiento 

institucional continuo 

El seguimiento constituye un 

proceso sistemático bajo la 

responsabilidad de la Dirección 

Ejecutiva, encargada de integrar y 

analizar los reportes relacionados con 

la actividad, participación y grado de 

cumplimiento de los actores 

acreditados. Este proceso se apoya 

en instrumentos específicos tales 

como: 

 Actas de asistencia a espacios 

técnicos, deliberativos y de 

formación; 

 Evidencias de entrega de 

productos (informes, conceptos 

técnicos, insumos 

metodológicos); 

 Participación en consultas, 

misiones técnicas o ejercicios 

de observación especializada; 

 Informes provenientes de 

comisiones temáticas o 

subgrupos de trabajo. 

La información recolectada se 

organiza semestralmente en un 

tablero de gestión institucional, lo cual 

permite identificar tendencias de 

participación, anticipar riesgos de 

desvinculación o inactividad, y 

detectar áreas con potencial de 

fortalecimiento. 

E 
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5.2 Evaluación de 

desempeño 

La evaluación de desempeño 

se realiza de forma anual y se aplica a 

los actores con participación activa 

acreditada. Esta es conducida por el 

Comité de Evaluación Independiente, 

un órgano de carácter técnico 

designado por la Dirección Ejecutiva y 

conformado por tres personas 

expertas en derechos humanos, 

monitoreo participativo y análisis 

institucional. Sus integrantes deben 

acreditar independencia funcional, 

trayectoria ética y experiencia 

verificable en evaluación de políticas 

públicas o mecanismos de control. Su 

funcionamiento se rige por un 

reglamento interno adoptado por 

resolución ejecutiva, se basa en 

criterios previamente definidos y 

verificables, tales como: 

 Grado de cumplimiento de las 

responsabilidades asumidas; 

 Aportes sustantivos a 

productos o procesos 

estratégicos; 

 Participación efectiva y 

comprobada en espacios de 

decisión o acción; 

 Adherencia a los principios 

éticos, técnicos y de 

convivencia definidos por el 

Mecanismo. 

Los resultados de este ejercicio 

se materializan en recomendaciones 

individuales que pueden contemplar la 

continuidad en el rol, la necesidad de 

formación complementaria o ajustes 

en las condiciones de vinculación. 

Dichos hallazgos son notificados de 

manera formal por la Dirección 

Ejecutiva. 

5.3 Informe de rendición 

de cuentas 

Al finalizar el período de 

vinculación, cada actor debe elaborar 

y presentar un informe de rendición de 

cuentas que contenga: 

 Una descripción detallada de 

las actividades desarrolladas y 

los logros obtenidos; 

 Identificación de barreras 

enfrentadas y aprendizajes 

derivados de su participación; 

 Propuestas concretas para 

optimizar el funcionamiento del 

Mecanismo; 

 Evidencias documentales y 

testimoniales que respalden su 

gestión. 



Página 63 de 110 
 

Este informe es requisito 

indispensable para acceder a un 

nuevo período de acreditación y 

constituye, además, un insumo 

fundamental para el informe anual que 

el Mecanismo entrega a instancias 

nacionales e internacionales. 

5.4 Auditorías externas y 

veeduría ciudadana 

Para garantizar una supervisión 

imparcial y fortalecer el control 

democrático, el Mecanismo podrá 

convocar auditorías externas e 

incentivar espacios de veeduría 

ciudadana que examinen sus 

procesos de funcionamiento, 

participación y gobernanza. Estas 

actividades se llevarán a cabo en 

articulación con los órganos de control 

reconocidos por el ordenamiento 

jurídico, conforme a la Ley 850 de 

2003 sobre veedurías ciudadanas, y 

en sintonía con los estándares 

internacionales de monitoreo 

independiente (Contraloría General de 

la República, 2024; OHCHR, 2023). 

En conjunto, estos mecanismos 

refuerzan la dimensión técnica, ética y 

participativa del Mecanismo 

Independiente, consolidando su 

legitimidad como ente autónomo de 

monitoreo y fortaleciendo la confianza 

pública en su labor orientada a 

garantizar los derechos de las 

personas con discapacidad. 
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Capítulo 6. Articulación Territorial y 

Cooperación Interinstitucional  
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ste capítulo desarrolla 

modalidades de 

participación 

interinstitucional, territorial y 

multiactor, conforme a los artículos 4, 

5 y 7 de los Estatutos del Mecanismo 

Independiente y en consonancia con 

el Protocolo IMPACTA. Dichas 

modalidades permiten la integración 

activa de entidades del Estado, 

organizaciones de la sociedad civil, 

órganos de control, instituciones 

académicas y sector privado, en los 

procesos de seguimiento, supervisión 

y exigibilidad de derechos. Esta 

articulación responde al mandato del 

artículo 33.2 de la Convención sobre 

los Derechos de las Personas con 

Discapacidad (CDPD), y fortalece el 

carácter técnico, autónomo y 

participativo del Mecanismo, 

garantizando una supervisión 

contextualizada, inclusiva y efectiva 

(United Nations, 2006). 

La capacidad del Mecanismo 

Independiente para articularse 

eficazmente con actores territoriales, 

institucionales y comunitarios 

constituye un componente esencial 

para el cumplimiento de su mandato. 

En esta línea, el Protocolo IMPACTA 

establece orientaciones precisas que 

buscan consolidar alianzas de 

cooperación técnica, territorial y 

sectorial. Estas directrices se 

encuentran alineadas con la CDPD 

(art. 33.2) y con los lineamientos de la 

Ley 1618 de 2013 (Congreso de 

Colombia, 2013), orientados a 

garantizar la implementación efectiva 

de la política nacional de 

discapacidad. 

6.1 Articulación con 

entidades territoriales 

El Mecanismo Independiente 

promoverá esquemas de colaboración 

técnica con gobernaciones, alcaldías, 

consejos de discapacidad y oficinas 

de planeación territorial. Esta 

articulación permitirá: 

 Adaptar el monitoreo a 

realidades locales; 

 Fortalecer la recolección de 

datos desagregados por tipo de 

discapacidad, sexo, edad y 

ubicación geográfica; 

E 
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 Emitir recomendaciones 

adaptadas a contextos 

específicos; 

 Impulsar el uso de los hallazgos 

en los planes de desarrollo y de 

acción territorial. 

Para tal fin, se desarrollarán 

instrumentos de cooperación como 

cartas de entendimiento y protocolos 

de intercambio de información, que 

serán validados por la Dirección 

Ejecutiva y firmados por las entidades 

involucradas. 

6.2 Vinculación con el 

Sistema Nacional de 

Discapacidad 

El Mecanismo articulará su 

acción con el Sistema Nacional de 

Discapacidad (SND), garantizando 

coherencia entre la supervisión 

independiente y los planes, programas 

y estrategias institucionales del 

Estado. Para ello, se propone: 

 Participar como observador 

técnico en el Consejo Nacional 

de Discapacidad y sus 

comisiones permanentes; 

 Generar insumos técnicos que 

retroalimenten el diseño y 

evaluación de políticas; 

 Coordinar acciones con el 

Ministerio de Salud, el ICBF, el 

DANE, el Ministerio de 

Educación y otros actores clave 

del SND. 

6.3 Cooperación con 

mecanismos de control y 

vigilancia 

El Mecanismo establecerá 

relaciones de cooperación con entes 

de control como la Procuraduría 

General de la Nación, la Contraloría 

General de la República, la Defensoría 

del Pueblo y las personerías 

municipales y departamentales, con el 

fin de: 

 Compartir hallazgos relevantes 

derivados del monitoreo; 

 Facilitar la remisión y trámite de 

denuncias ciudadanas; 

 Coordinar acciones de 

vigilancia especial en casos de 

vulneraciones sistemáticas; 

 Promover espacios de 

capacitación y actualización 

normativa. 
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6.4 Alianzas con academia, 

cooperantes y sector 

privado 

El fortalecimiento técnico del 

Mecanismo también dependerá de 

alianzas con universidades, centros 

de investigación, agencias de 

cooperación internacional y empresas 

comprometidas con la inclusión. Estas 

alianzas buscarán: 

 Desarrollar metodologías de 

monitoreo participativo 

basadas en evidencia; 

 Implementar proyectos piloto 

en territorios priorizados; 

 Generar productos de 

conocimiento conjunto; 

 Movilizar recursos técnicos y 

financieros para acciones del 

Mecanismo. 

En su conjunto, estos 

mecanismos de articulación 

interinstitucional y territorial amplían la 

capacidad operativa del Mecanismo 

Independiente, fortalecen su 

legitimidad social y garantizan una 

supervisión más eficaz, en línea con 

los principios de participación, 

inclusión y sostenibilidad que orientan 

su acción. Su incorporación no solo 

responde a un mandato legal, sino que 

consolida una arquitectura 

institucional más sólida y colaborativa 

para la protección de los derechos de 

las personas con discapacidad en 

Colombia. 
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Capítulo 7. Técnicas e Instrumentos de 

Monitoreo del Mecanismo Independiente  
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l seguimiento técnico y 

participativo del 

cumplimiento de la 

Convención sobre los Derechos de las 

Personas con Discapacidad (CDPD) 

requiere metodologías rigurosas, 

pertinentes al contexto y accesibles en 

todos los niveles. En este capítulo se 

presentan las principales técnicas e 

instrumentos que orientan el 

monitoreo por parte del Mecanismo 

Independiente, en línea con los 

principios de trazabilidad, inclusión y 

enfoque diferencial contenidos en el 

Protocolo IMPACTA. Cabe aclarar que 

las técnicas e instrumentos descritos 

son enunciativos y orientativos, y no 

constituyen un listado cerrado. Su 

selección y aplicación dependerán de 

los objetivos del monitoreo, las 

características del contexto territorial y 

las condiciones de accesibilidad de las 

poblaciones involucradas. 

7.1. Técnicas de 

recolección de 

información 

 El Mecanismo aplica un 

enfoque metodológico mixto, 

combinando herramientas 

cualitativas y cuantitativas que 

permiten capturar tanto 

evidencias normativas como 

vivencias y percepciones. Las 

principales técnicas empleadas 

son: 

 Entrevistas 

semiestructuradas: dirigidas a 

personas clave como 

funcionarios públicos, líderes 

de organizaciones de personas 

con discapacidad (OPD), 

cuidadores, familiares y 

especialistas sectoriales. 

 Grupos focales: conformados 

por participantes diversos —

niños y niñas, juventudes, 

mujeres, personas mayores, 

personas LGBTIQ+ con 

discapacidad, entre otros— 

garantizando condiciones 

adecuadas de accesibilidad. 

 Encuestas estructuradas: 

orientadas a medir la 

percepción de la población con 

discapacidad sobre el acceso 

efectivo a derechos y servicios 

en ámbitos como salud, 

educación, empleo y justicia. 

 Observación directa: aplicada 

en contextos institucionales, 

comunitarios y laborales, con el 

E 
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objetivo de documentar la 

adecuación de los entornos 

físicos, comunicativos y 

actitudinales. 

 Análisis documental: revisión 

sistemática de marcos 

normativos, políticas públicas, 

planes territoriales, informes 

oficiales y jurisprudencia 

relacionada. 

7.2. Instrumentos de 

sistematización y análisis 

La calidad y trazabilidad de la 

información recolectada se asegura 

mediante instrumentos 

estandarizados y adaptables: 

 Fichas técnicas de 

monitoreo: permiten registrar 

de forma organizada los 

hallazgos, fuentes, evidencias y 

niveles de cumplimiento 

vinculados a cada obligación 

del Estado conforme a la CDPD 

y la Ley 1618. 

 Matrices de análisis 

interseccional: diseñadas 

para desagregar los datos 

según variables como género, 

etnicidad, edad, ruralidad, y tipo 

de discapacidad, entre otras. 

 Plataformas digitales de 

participación y reporte 

ciudadano: herramientas 

tecnológicas accesibles donde 

las personas con discapacidad 

pueden reportar barreras, 

aportar evidencias o hacer 

seguimiento a compromisos. 

 Tableros de indicadores: 

visualizaciones dinámicas que 

presentan avances 

desagregados por región, 

entidad responsable y 

categoría de derecho, para uso 

técnico y público. 

7.3. Validación 

participativa de hallazgos 

Los hallazgos del monitoreo no 

se asumen como definitivos hasta ser 

validados colectivamente. Este 

proceso incluye: 

 Jornadaxs de 

retroalimentación local: 

espacios deliberativos con 

actores territoriales para 

contrastar los resultados 

preliminares. 
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 Mesas técnicas 

interinstitucionales: 

encuentros con entidades 

responsables donde se analiza 

la información recolectada y se 

plantean acciones de mejora. 

 Consultas accesibles: 

sesiones adaptadas a distintos 

formatos comunicativos 

(lectura fácil, lengua de señas, 

braille, subtitulado) con OPD y 

comunidades. 

7.4 Criterios de análisis y 

priorización 

El análisis de la información 

recolectada se realiza bajo criterios 

definidos para garantizar un enfoque 

técnico, ético y contextualizado: 

 Gravedad de la vulneración: 

se priorizan los casos que 

evidencian violaciones 

estructurales, persistentes o 

masivas. 

 Impacto territorial y 

poblacional: se pondera la 

magnitud de la afectación sobre 

regiones específicas o 

poblaciones históricamente 

marginadas. 

 Potencial de incidencia: se 

evalúa la viabilidad de generar 

recomendaciones concretas y 

aplicables por parte del Estado. 

En conjunto, este conjunto de 

técnicas e instrumentos fortalece la 

capacidad del Mecanismo para 

generar conocimiento útil, anticipar 

riesgos, movilizar respuestas 

institucionales y contribuir a la 

garantía efectiva de los derechos 

consagrados en la CDPD. 
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Capítulo 8. Litigio Estratégico y otros 

mecanismos para la Garantía de Derechos  
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n el marco de sus 

competencias como 

instancia de seguimiento a la 

implementación de la Convención 

sobre los Derechos de las Personas 

con Discapacidad (CDPD), el 

Mecanismo Independiente incorpora 

el litigio estratégico como una función 

complementaria que potencia su 

capacidad de incidencia estructural. 

Esta estrategia se desarrolla bajo los 

principios de autonomía, 

independencia y participación 

establecidos en los artículos 3, 4 y 6 

de sus Estatutos (Alianza 

Coordinadora, 2023). 

8.1. Definición y finalidad 

El litigio estratégico se concibe 

como el uso deliberado de 

herramientas jurídicas orientadas a 

generar impactos estructurales, 

mediante decisiones judiciales o 

administrativas con capacidad de 

modificar prácticas institucionales, 

transformar normativas o consolidar 

interpretaciones progresivas del 

derecho. Esta forma de actuación no 

sustituye las vías de defensa 

individual, sino que busca resaltar 

patrones de discriminación, omisiones 

estructurales o fallas sistemáticas en 

la garantía de derechos de las 

personas con discapacidad (Comité 

sobre los Derechos de las Personas 

con Discapacidad, 2018). 

8.2. Criterios de selección 

La decisión de activar procesos 

de litigio estratégico será tomada de 

forma colegiada con base en criterios 

definidos y aprobados por el Comité 

de Evaluación Independiente, en el 

marco de la planeación anual del 

Mecanismo. La Dirección Ejecutiva 

será responsable de coordinar su 

implementación, garantizando la 

articulación institucional, el rigor 

técnico y el cumplimiento de las 

garantías éticas y jurídicas 

establecidas. Dichos criterios 

incluyen: 

• Evidencia de vulneraciones 

sistemáticas o reiteradas de 

derechos; 

• Ausencia o ineficacia de 

mecanismos administrativos 

para resolver el problema; 

• Posibilidad de generar 

precedentes vinculantes o 

transformaciones normativas; 

E 
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• Impacto potencial en 

poblaciones históricamente 

marginadas o en situación de 

mayor vulnerabilidad; 

• Relevancia del caso para el 

desarrollo interpretativo de la 

CDPD (CRPD/C/GC/7, 2018). 

8.3. Formas de 

intervención 

El Mecanismo podrá intervenir 

en litigios estratégicos a través de 

diversas modalidades, tales como: 

 Amicus Curiae: Elaboración y 

presentación de conceptos 

técnicos y jurídicos ante 

autoridades judiciales o 

administrativas, 

fundamentados en estudios, 

diagnósticos territoriales y 

evidencia empírica. 

 Asistencia técnica a litigios 

constitucionales: 

Acompañamiento a redes y 

organizaciones sociales en la 

formulación de acciones de 

tutela, acciones populares o de 

grupo, previa evaluación de 

pertinencia. 

 Promoción de litigios 

colectivos: En alianza con 

clínicas jurídicas, universidades 

y entidades especializadas, se 

promoverán demandas 

estratégicas para abordar 

problemáticas estructurales 

que afecten los derechos de 

personas con discapacidad. 

Estas intervenciones se 

desarrollarán siempre respetando la 

voluntad de las personas afectadas, 

bajo el principio del consentimiento 

libre, previo e informado, y en 

consonancia con el mandato 

institucional del Mecanismo (United 

Nations, 2006). 

8.4. Coordinación 

interinstitucional y 

salvaguardas éticas 

El Mecanismo garantizará que 

sus acciones de litigio estratégico se 

desarrollen en coordinación con 

organismos de control como la 

Defensoría del Pueblo, personerías, 

defensorías regionales y el Sistema 

Nacional de Defensoría Pública. Esta 

articulación buscará evitar 

duplicidades, respetar competencias 

legales y fortalecer capacidades. 
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Se adoptarán medidas de protección 

éticas y jurídicas, tales como: 

 Garantía de confidencialidad y 

protección de datos; 

 Prevención de la 

revictimización y trato digno a 

las personas involucradas; 

 Validación técnica por parte del 

Comité Técnico-Jurídico; 

 Reconocimiento de formas 

jurídicas propias de pueblos 

étnicos y comunidades con 

sistemas normativos 

especiales, cuando aplique 

(Corte Constitucional de 

Colombia, 2014). 

Mediante esta estrategia, el 

Mecanismo fortalece su rol como 

garante del artículo 33.2 de la 

CDPD, ampliando su campo de 

acción hacia la exigibilidad jurídica 

de los derechos, sin comprometer 

su autonomía ni invadir 

competencias judiciales. El litigio 

estratégico, en consecuencia, se 

configura como un instrumento de 

transformación social y jurídica al 

servicio de las personas con 

discapacidad. 

8.5 Ruta de Escalamiento 

frente a Casos Graves 

En este apartado se establece 

el procedimiento interno del 

Mecanismo Independiente para actuar 

frente a situaciones de alta gravedad o 

urgencia que impliquen vulneraciones 

sistemáticas, estructurales o 

inminentes a los derechos de las 

personas con discapacidad. Su 

propósito es articular la función de 

protección (Cap. 1.3.2), el litigio 

estratégico (Cap. 8), el seguimiento 

institucional (Cap. 5.1) y la 

cooperación con organismos de 

control (Cap. 6.3), bajo un enfoque de 

derechos humanos y justicia 

restaurativa. 

8.5.1 Principios 

transversales 

 Consentimiento libre e 

informado de las personas 

afectadas. 

 Enfoque diferencial, 

interseccional y territorial. 

 Confidencialidad y protección 

de datos sensibles. 

 Participación de las personas 

con discapacidad en la 

definición de estrategias. 
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8.5.2 Criterios de 

Activación 

 Riesgos inminentes para la 

vida, integridad o libertad de 

personas con discapacidad. 

 Situaciones de violencia 

estructural, institucional o por 

prejuicio. 

 Patrones de omisión o 

negligencia estatal frente a la 

garantía de derechos. 

 Reiteradas denuncias 

provenientes de diversas 

fuentes verificables. 

8.5.2 Fases de la Ruta de 

Escalamiento y Tiempos 

 Fase I. Verificación y Registro 

(máx. 48 horas) 

 Recepción de alertas por 

canales oficiales del 

Mecanismo. 

 Registro y clasificación 

según nivel de riesgo. 

 Activación del equipo 

técnico de protección y 

seguimiento. 

 Designación de 

responsable de caso y 

apertura de expediente 

digital. 

 Fase II. Evaluación Técnica 

Interdisciplinar (máx. 5 días 

hábiles)** 

 Análisis de contexto y 

caracterización de la 

situación. 

 Validación con el Núcleo 

Temático 

correspondiente. 

  

 Concepto de prioridad y 

propuesta de acción 

inmediata. 

 Reunión extraordinaria 

de la mesa general o del 

Comité de Protección si 

se requiere. 

 Fase III. Escalamiento 

Institucional y Jurídico (5 a 10 

días hábiles según gravedad) 

  Remisión con informe 

técnico a organismos de 

control y garantía. 

 Activa 

 ción de rutas de 

protección institucional 

(Defensoría, PGN, etc.). 

 Coordinación con 

organizaciones litigantes 

para acción legal o de 

incidencia. 
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 Solicitud formal de 

respuesta estatal y 

garantías de no 

repetición. 

 Fase IV. Monitoreo y Litigio 

Estratégico (seguimiento 

mensual) 

 Seguimiento a respuesta 

estatal y 

acompañamiento a la 

víctima o comunidad 

afectada. 

 Sistematización del caso 

para informes sombra o 

comunicaciones 

internacionales. 

 Activación de litigio 

estratégico si se 

configura caso 

emblemático. 

 Informe mensual al 

equipo directivo y 

reporte público 

semestral. 

8.5.3 Registro y 

Evaluación 

 Cada caso activado 

debe registrarse en el 

sistema de seguimiento 

con código de 

trazabilidad. 

 Se realizará evaluación 

trimestral de los casos 

escalados y sus 

impactos. 

 Informe consolidado 

anual para 

retroalimentación del 

sistema de protección. 

8.5.4. Alcance Normativo 

Este procedimiento forma parte 

integral del Protocolo IMPACTA, y su 

aplicación es de carácter vinculante 

para todos los actores institucionales 

del Mecanismo Independiente.  Sin 

embargo, dado que el litigio 

estratégico, como herramienta de 

intervención jurídica con efectos 

estructurales, requiere un abordaje 

técnico y diferenciado. Por ello, se 

desarrollará un manual específico que 

definirá criterios de selección, fases 

procesales, metodologías de análisis y 

articulación interinstitucional. Este 

instrumento formará parte del 

Protocolo IMPACTA y operará como 

directriz técnica para acciones 

judiciales orientadas a la garantía de 

derechos y transformación normativa. 
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l monitoreo de los derechos 

de las personas con 

discapacidad, en 

cumplimiento del artículo 33.2 de la 

Convención sobre los Derechos de las 

Personas con Discapacidad (CDPD), 

no solo exige rigor técnico y 

metodológico, sino también un marco 

ético sólido que oriente todas las 

acciones del Mecanismo 

Independiente. Estas consideraciones 

éticas constituyen un pilar transversal 

del Protocolo IMPACTA y se 

encuentran en consonancia con los 

estándares internacionales de 

derechos humanos, los Principios de 

París (OHCHR, 1993) y las directrices 

del Comité de la CDPD (United 

Nations, 2018). 

9.1 Principios éticos 

fundamentales 

Las acciones del Mecanismo 

deben regirse por los siguientes 

principios rectores: 

 Dignidad humana: Cada 

persona con discapacidad debe 

ser tratada con respeto 

absoluto a su dignidad, 

evitando toda forma de 

infantilización, cosificación o 

asistencialismo (Comité CDPD, 

2018). 

 Consentimiento informado y 

accesible: Toda participación 

en procesos de monitoreo, 

recolección de información o 

validación debe estar mediada 

por un consentimiento libre, 

informado y otorgado en 

formatos accesibles y 

culturalmente pertinentes 

(United Nations, 2006). 

 Confidencialidad: Se 

garantiza la protección de datos 

personales y sensibles, así 

como el uso responsable y 

anonimizado de testimonios y 

evidencias (OHCHR, 2012). 

 No discriminación: Se 

previene cualquier forma de 

exclusión o trato diferenciado 

por razones de discapacidad, 

identidad de género, 

orientación sexual, pertenencia 

étnica, edad o condición 

socioeconómica (Comité 

CDPD, 2018). 

 Autonomía e 

interdependencia: Se respeta 

el derecho de las personas con 

E 
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discapacidad a tomar 

decisiones sobre su 

participación, reconociendo 

también la importancia de 

redes de apoyo y 

acompañamiento (United 

Nations, 2018). 

9.2 Relación ética con las 

personas participantes 

El Mecanismo Independiente 

reconoce que las personas con 

discapacidad no son meras fuentes de 

información, sino titulares de derechos 

y agentes de transformación. En 

consecuencia: 

 Se fomentará una relación 

horizontal y de confianza, 

basada en la escucha activa y 

el reconocimiento de saberes 

situados (Comité CDPD, 2018). 

 Se evitará cualquier práctica 

extractiva que instrumentalice 

los testimonios o los reduzca a 

indicadores técnicos sin retorno 

significativo (OHCHR, 2012). 

 Se asegurará que los procesos 

de retroalimentación y 

validación sean accesibles, 

útiles y respetuosos de los 

tiempos y contextos de las 

personas participantes (United 

Nations, 2006). 

9.3 Integridad institucional 

y prevención de conflictos 

de interés 

La legitimidad del Mecanismo 

depende también de su coherencia 

interna. Por ello: 

 Las personas vinculadas al 

Mecanismo deben actuar con 

independencia, imparcialidad y 

transparencia, evitando 

conflictos de interés reales o 

potenciales (Principios de 

París, 1993). 

 Se promoverá un código de 

ética y buen gobierno, así como 

mecanismos de 

autorregulación y denuncia en 

caso de conductas contrarias a 

los principios aquí expuestos 

(OHCHR, 2012). 

 La Dirección Ejecutiva será 

responsable de velar por la 

aplicación de estas normas 

éticas en todas las instancias 

del Mecanismo (United 

Nations, 2018). 
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9.4 Enfoque interseccional 

y justicia epistémica 

La ética del monitoreo requiere 

también un compromiso con la 

transformación estructural: 

 Se adoptará un enfoque 

interseccional que visibilice las 

múltiples formas de 

discriminación y exclusión que 

enfrentan ciertas personas con 

discapacidad (Comité CDPD, 

2018). 

 Se reconocerá el valor de los 

conocimientos comunitarios, 

ancestrales, vivenciales y no 

académicos en la producción 

de evidencias y diagnósticos 

(OHCHR, 2012). 

 Se impulsará una práctica de 

monitoreo que no solo observe 

el cumplimiento normativo, sino 

que promueva la justicia social 

y epistémica (United Nations, 

2006). 

9.5. Protección a 

Denunciantes y 

Colaboradores 

La protección de quienes 

reportan irregularidades, 

violaciones de derechos o 

situaciones de riesgo es 

fundamental para garantizar el 

mandato ético y operativo del 

Mecanismo Independiente. 

Esta garantía se enmarca en 

los principios de integridad 

institucional, rendición de 

cuentas y función de protección 

del Mecanismo, reconociendo 

el derecho a participar sin temor 

a represalias. 

9.5.1. Principios rectores. 

 Confidencialidad: Se 

garantizará el tratamiento 

reservado de la identidad y 

la información suministrada 

por los denunciantes o 

colaboradores. 

 No represalia: Toda 

persona que denuncie de 

buena fe estará protegida 

frente a cualquier tipo de 

represalia, directa o 

indirecta. 

 Diligencia reforzada: Las 

situaciones reportadas 

deberán ser tratadas con 

máxima celeridad, rigor 
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técnico y garantías de 

protección. 

9.5.2. Canales seguros 

de recepción. 

El Mecanismo habilitará 

canales seguros, accesibles y 

confidenciales para la recepción de 

denuncias y reportes, los cuales serán 

administrados por la Dirección 

Ejecutiva con apoyo de la Unidad de 

Apoyo Técnico-Operativo. 

9.5.3. Acompañamiento 

institucional. 

El Mecanismo garantizará el 

acompañamiento ético, técnico y 

jurídico a las personas denunciantes o 

colaboradoras, basado en la 

coordinación interinstitucional como 

enlace con mecanismos de 

protección, entidades de control, 

defensorías y organizaciones 

defensoras de derechos humanos. 

Esta labor será liderada por la 

Dirección Ejecutiva en concertación 

con la Mesa General. 

9.5.4. Medidas de 

protección y seguimiento. 

Se podrán adoptar medidas 

preventivas o reactivas como la 

reserva de identidad, activación de 

rutas institucionales de protección o 

apoyo psicosocial, conforme a la 

evaluación de riesgos. La Mesa 

General deberá hacer seguimiento a 

las medidas adoptadas, resguardando 

la confidencialidad. 

9.5.5. Evaluación 

periódica del sistema. 

El sistema de protección a 

denunciantes y colaboradores será 

evaluado periódicamente por la Mesa 

General para garantizar su eficacia y 

adecuación normativa, y podrá ser 

ajustado según los aprendizajes 

derivados de su implementación. 

9.5.6. Sanciones por 

represalias. 

Toda represalia comprobada 

contra una persona denunciante será 

considerada una violación grave a los 

principios del Mecanismo, y podrá dar 

lugar a medidas correctivas o 

sanciones institucionales, incluida la 

exclusión de la participación activa o la 

terminación de convenios. 

Estas consideraciones éticas 

no son anexas, sino parte esencial del 

quehacer del Mecanismo 

Independiente. Su incorporación 

coherente refuerza la confianza 
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pública, eleva la calidad del monitoreo 

y contribuye al cumplimiento efectivo 

de los derechos consagrados en la 

CDPD. 
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Capítulo 10. Estrategia de sostenibilidad y 

Gestión de recursos  
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a sostenibilidad técnica, 

operativa y financiera del 

Mecanismo Independiente es 

un elemento esencial para el 

cumplimiento de su mandato 

conforme al artículo 33.2 de la CDPD. 

Este capítulo establece las líneas 

estratégicas para garantizar su 

permanencia, eficacia e 

independencia, en concordancia con 

los principios de transparencia, 

eficiencia administrativa y rendición de 

cuentas. 

10.1 Principios 

orientadores 

La gestión de recursos del 

Mecanismo estará guiada por los 

siguientes principios: 

 Transparencia: Toda fuente de 

financiación, asignación 

presupuestal y ejecución será 

pública y verificable. 

 Autonomía: Los recursos no 

podrán estar condicionados por 

intereses políticos o 

particulares que comprometan 

la independencia del 

Mecanismo. 

 Diversificación: Se promoverá 

una estrategia multifuente que 

combine recursos públicos, 

donaciones, cooperación 

internacional y alianzas con 

actores del sector privado. 

 Eficiencia y legalidad: Aunque 

el régimen aplicable al 

Mecanismo es de naturaleza 

privada, se observarán los 

principios de la administración 

pública. En lo pertinente, la 

gestión y ejecución de los 

recursos se ajustará a la 

normatividad colombiana 

vigente, en particular a la Ley 

489 de 1998, la Ley 80 de 1993 

y demás disposiciones sobre 

contratación pública y 

entidades sin ánimo de lucro, 

en coherencia con lo 

establecido en los Estatutos de 

la Alianza Coordinadora. 

10.2 Fuentes de 

financiación 

El Mecanismo podrá recibir 

recursos provenientes de: 

 Asignaciones presupuestales 

del Gobierno nacional y 

territorial. De conformidad con 

L 
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el artículo 30 de la Ley 1618 de 

2013, los recursos destinados a 

la implementación del 

Mecanismo Independiente de 

Seguimiento a la CDPD que 

provienen de asignaciones 

presupuestales del Gobierno 

nacional y de las entidades 

territoriales, tienen naturaleza 

pública. En consecuencia, su 

administración y ejecución 

deben ceñirse a los principios 

de legalidad, destinación 

específica, eficiencia y 

transparencia propios de los 

recursos público. 

Estos recursos están 

exclusivamente orientados al 

funcionamiento, operación y 

fortalecimiento del Mecanismo, 

y no podrán ser utilizados para 

financiar actividades 

institucionales de las 

organizaciones que conforman 

la Alianza Coordinadora.  

El uso indebido o la desviación 

de estos fondos constituye una 

infracción a las normas de 

gestión fiscal y puede acarrear 

responsabilidades 

administrativas y legales. 

Por  consiguiente, la 

sostenibilidad financiera del 

Mecanismo, por tanto, debe 

garantizarse a través de una 

planeación presupuestal 

alineada con los principios 

misionales y con mecanismos 

de seguimiento y rendición de 

cuentas que aseguren la 

trazabilidad y el uso 

responsable de los recursos 

asignados. 

 Convenios interinstitucionales 

con entidades públicas o 

mixtas. 

 Donaciones de personas 

naturales o jurídicas, 

nacionales o extranjeras. 

 Fondos provenientes de la 

cooperación internacional. 

 Recursos propios generados 

por la realización de estudios, 

asesorías o actividades 

formativas autorizadas por sus 

estatutos (Art 35, Alianza 

Coordinadora, 2023). 
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10.3 Donaciones y 

verificación SARLAFT 

Con el propósito de fortalecer la 

confianza y prevenir el riesgo de 

lavado de activos y financiación del 

terrorismo (LA/FT), toda donación 

deberá cumplir los requisitos del 

Sistema de Administración del Riesgo 

de Lavado de Activos y Financiación 

del Terrorismo – SARLAFT.  Para tal 

efecto, el Mecanismo Independiente 

adoptará un protocolo interno que 

contemple: 

 Diligenciamiento de formularios 

de debida diligencia por parte 

del donante. 

 Verificación en listas restrictivas 

y bases de datos 

internacionales (OFAC, ONU, 

entre otras). 

 Evaluación de procedencia y 

trazabilidad de los fondos. 

 Registro contable y documental 

de cada donación recibida, 

conforme a la Circular Básica 

Jurídica de la Superintendencia 

de Sociedades y Supersolidaria 

y, demás aplicables. 

 Rechazo de aportes cuya 

fuente, destinación o 

condiciones contravengan los 

principios del Mecanismo o la 

normativa vigente. 

10.3.1 Donaciones en 

línea a través de la página web 

Las contribuciones realizadas 

mediante pasarelas de pago en el sitio 

web institucional estarán sujetas a los 

siguientes lineamientos: 

 Cumplimiento de SARLAFT 

digital: Toda donación electrónica 

será procesada a través de 

plataformas que permitan 

identificar plenamente al donante, 

registrar su IP, país de origen, 

método de pago y monto. Estas 

operaciones deberán integrarse al 

sistema de monitoreo de riesgos 

del Mecanismo. 

 Autenticación y trazabilidad: Se 

exigirá autenticación reforzada 

(doble factor u otras) y validación 

automática contra listas restrictivas 

internacionales antes de aprobar el 

ingreso de fondos. 

 Contrato con pasarela de pagos 

certificada: La plataforma de pago 

debe estar homologada y cumplir 
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con la normativa colombiana de 

protección de datos personales 

(Ley 1581 de 2012), estándares 

PCI-DSS y medidas contra el 

blanqueo de capitales. 

 Declaración de origen y 

aceptación de términos: El 

formulario digital deberá incluir una 

declaración de procedencia lícita 

de los recursos, y el donante 

deberá aceptar los términos y 

condiciones del Mecanismo, 

incluyendo su política SARLAFT. 

 Registro contable y reporte: 

Toda donación en línea será 

registrada en tiempo real en el 

sistema contable institucional y 

auditada trimestralmente. El 

Comité Técnico-Financiero 

revisará los reportes de 

trazabilidad y los informes 

generados automáticamente por la 

pasarela. 

10.4 Mecanismos 

administrativos y 

financieros 

La gestión operativa de los 

recursos será responsabilidad de la 

Dirección Ejecutiva, con el 

acompañamiento del Comité Técnico-

Financiero y la vigilancia de la 

Revisoría Fiscal, en caso de 

requerirse. Se contemplan los 

siguientes instrumentos de control: 

 Manual de contratación y 

adquisiciones. 

 Manual de ejecución 

presupuestal y control 

financiero. 

 Políticas de tesorería y manejo 

fiduciario. 

 Auditorías externas anuales y 

ejercicios de veeduría 

ciudadana. 

Asimismo, se implementará un 

sistema digital de seguimiento 

presupuestal con acceso restringido y 

niveles de aprobación diferenciados, 

que asegure la trazabilidad y 

oportunidad de los registros. 

10.5 Plan de sostenibilidad 

2025-2030 

El Mecanismo adoptará un Plan 

de Sostenibilidad con horizonte a 

2030, que incluirá: 

 Estrategia de movilización de 

recursos por tipo de fuente. 
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 Cronograma de gestión de 

cooperación internacional. 

 Identificación de socios 

estratégicos públicos y 

privados, incluyendo: 

o Cooperantes 

internacionales y 

agencias del sistema 

ONU. 

o Actores territoriales, 

tales como los consejos 

departamentales y 

municipales de 

discapacidad, 

gobernaciones y 

alcaldías. 

o Sociedad civil y 

organizaciones 

representativas de 

personas con 

discapacidad. 

 Metas anuales de recaudo y 

ejecución. 

 Indicadores de evaluación 

financiera y operativa. 

Este plan será aprobado por la 

Dirección Ejecutiva y retroalimentado 

anualmente en función de los 

resultados, los cambios normativos y 

las oportunidades de financiación 

emergentes. 

Con esta estrategia, el 

Mecanismo Independiente consolida 

su viabilidad institucional, refuerza su 

independencia técnica y asegura una 

acción sostenida en la garantía de 

derechos de las personas con 

discapacidad. 
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Capítulo 11. Garantías de Independencia  
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a independencia funcional, 

técnica y política del 

Mecanismo Independiente de 

Seguimiento a la CDPD es un principio 

estructural que garantiza el 

cumplimiento de su mandato sin 

injerencias externas. Esta condición 

de autonomía debe blindarse 

institucionalmente mediante 

mecanismos normativos, 

procedimentales y operativos que 

aseguren su sostenibilidad y 

credibilidad. 

11.1. Naturaleza de la 

independencia. 

La independencia se concibe 

como la facultad del Mecanismo para 

desarrollar sus funciones sin 

subordinación a autoridades 

administrativas, partidistas o de 

intereses particulares, respondiendo 

exclusivamente a los principios, 

normas y propósitos de la Convención 

sobre los Derechos de las Personas 

con Discapacidad. 

11.2. Principio de 

Autonomía 

El Mecanismo ejercerá sus 

funciones de promoción, seguimiento, 

defensa de derechos, participación y 

articulación institucional de manera 

autónoma, sin injerencia de actores 

estatales, privados o de la entidad 

implementadora. Esta autonomía se 

expresa en sus decisiones técnicas, 

su agenda de acción y sus posiciones 

institucionales. 

11.3. Garantías normativas 

y operativas 

Toda designación de personal, 

contratación de consultorías o 

selección de aliados deberá 

salvaguardar la independencia del 

Mecanismo y alinearse con sus 

principios rectores. Los 

procedimientos de contratación 

deberán respetar la autonomía 

operativa del Mecanismo, conforme a 

los criterios establecidos por la Mesa 

General. 

11.4. Rol de la Alianza 

Coordinadora 

La Alianza Coordinadora, en su 

condición de entidad implementadora 

y Secretaría Técnica, prestará apoyo 

logístico, administrativo y financiero 

para el funcionamiento del 

Mecanismo. En ningún caso podrá 

intervenir en la definición de las 

decisiones sustantivas del Mecanismo 

L 
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ni condicionar sus posturas o 

productos. 

11.5. Toma de decisiones 

sustantivas. 

Las decisiones relativas al 

seguimiento técnico, a la elaboración 

de informes, acciones de 

comunicación, litigio estratégico o 

posicionamientos institucionales serán 

adoptadas exclusivamente por la 

Mesa General del Mecanismo, con 

base en los principios de inclusión, 

participación y representación. 

11.6. Ejecución del 

presupuesto 

La ejecución presupuestal y 

programática se realizará de 

conformidad con las prioridades y 

criterios técnicos establecidos por la 

Unidad de Apoyo del Mecanismo, bajo 

validación de la Dirección Ejecutiva. 

11.7. Uso del nombre e 

imagen institucional. 

Toda acción que comprometa la 

imagen pública, la autonomía técnica 

o la representación institucional del 

Mecanismo requerirá autorización 

expresa de la Dirección Ejecutiva, 

conforme a los actos adoptados por la 

Mesa General. 

11.8. Blindaje frente a 

interferencias externas. 

Ninguna entidad pública ni 

privada podrá interferir en la toma de 

decisiones técnicas del Mecanismo, 

en su funcionamiento interno ni en la 

orientación de sus acciones 

sustantivas. Cualquier intento de 

coacción, presión o injerencia 

indebida deberá ser documentado y 

denunciado ante la Mesa General. 

11.9. Resolución de 

conflictos de interés. 

Cualquier integrante del 

Mecanismo que identifique un 

potencial conflicto de interés deberá 

declararlo ante la Mesa General. Esta 

evaluará su participación en las 

deliberaciones correspondientes para 

garantizar la imparcialidad. 

Ninguna persona que 

represente intereses directos de 

entidades sujetas a seguimiento podrá 

participar en la definición de 

recomendaciones o informes 

vinculantes. 
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11.9.1 Procedimiento 

para la Declaración y Gestión 

de Conflictos de Interés 

 

11.9.1.1  definiciones clave. 

 Conflicto de interés. Situación 

en la cual una persona 

integrante del Mecanismo, o 

vinculada a su operación, tiene 

intereses personales, 

laborales, familiares o 

institucionales que puedan 

influir indebidamente en sus 

decisiones o actuaciones 

dentro del Mecanismo. 

 Declaración de conflicto de 

interés. Acto formal mediante 

el cual una persona informa la 

existencia real, potencial o 

aparente de un conflicto de 

interés. 

 Gestión del conflicto de 

interés. Conjunto de medidas 

adoptadas para prevenir, 

mitigar o resolver una situación 

de conflicto de interés, 

garantizando la imparcialidad 

de las decisiones. 

11.9.2. Obligación de 

declarar. 

Toda persona vinculada al 

Mecanismo Independiente —

incluyendo la Dirección Ejecutiva, 

integrantes de la Unidad de Apoyo, 

miembros de la Mesa General y 

consultorías— deberá declarar 

oportunamente cualquier situación 

que pueda constituir un conflicto de 

interés. Esta declaración deberá 

realizarse al momento de su 

vinculación y actualizarse cuando 

surjan nuevas situaciones. 

11.9.3. Tiempo procesal.  

La declaración deberá 

presentarse dentro de los cinco (5) 

días hábiles siguientes a la 

identificación del conflicto. 

11.9.4. Registro de 

declaraciones. 

Las declaraciones serán 

consignadas en un Registro de 

Conflictos de Interés, administrado por 

la Dirección Ejecutiva. Este registro 

será de carácter reservado, pero 

estará disponible para consulta de la 

Mesa General cuando lo requiera en el 

marco de sus funciones de 

supervisión. 
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11.9.5. Evaluación de la 

situación. 

La Dirección Ejecutiva evaluará 

la gravedad y posibles efectos del 

conflicto declarado, y presentará a la 

Mesa General una propuesta de 

medidas de manejo, que podrá incluir: 

abstención de participar en 

decisiones, reasignación de 

responsabilidades, recusación o, en 

casos graves, desvinculación del 

proceso o función.  La evaluación 

deberá realizarse en un plazo máximo 

de cinco (5) días hábiles desde la 

recepción de la declaración. 

11.9.5. Decisión y 

seguimiento. 

La Mesa General adoptará la 

decisión final sobre las medidas a 

implementar. Estas decisiones 

deberán constar en acta y serán de 

obligatorio cumplimiento. El 

seguimiento a la aplicación de las 

medidas corresponderá a la Dirección 

Ejecutiva, con apoyo de la Secretaría 

Técnica. La decisión deberá ser 

adoptada por la Mesa General en la 

siguiente reunión ordinaria o 

extraordinaria convocada con al 

menos Tres (3) días hábiles de 

antelación. 

11.9.6. Sanciones por 

omisión. 

La omisión deliberada de 

declarar un conflicto de interés, o su 

ocultamiento, será considerada una 

falta grave y podrá dar lugar a la 

exclusión del proceso, la terminación 

de la relación contractual o la pérdida 

de representatividad dentro del 

Mecanismo, según corresponda. La 

sanción será determinada en un plazo 

no mayor a diez (10) días hábiles tras 

la constatación de la omisión. 

11.10.  Mecanismos de 

protección técnica y 

normativa. 

El Mecanismo podrá emitir 

pronunciamientos sobre amenazas a 

su independencia. Se establece la 

posibilidad de activar mecanismos 

internacionales de protección 

(relatorías, OACNUDH, sistema de 

Naciones Unidas,etc) en caso de 

interferencias que comprometan su 

autonomía. 

11.11 Independencia 

presupuestal. 

La formulación presupuestal del 

Mecanismo deberá garantizar la 

disponibilidad de recursos suficientes, 
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oportunos y directos para el 

cumplimiento de su plan de acción, sin 

condicionamientos políticos o 

financieros. La Alianza Coordinadora, 

como entidad implementadora, velará 

por mantener canales financieros que 

respeten la autonomía del 

Mecanismo. 

11.12. Vinculación con el 

Protocolo IMPACTA.  

El Protocolo IMPACTA será el 

instrumento normativo interno que 

consolida los estándares de 

independencia metodológica, ética y 

técnica del Mecanismo. Las garantías 

de independencia podrán ser 

fortalecidas mediante reformas 

estatutarias o la emisión de 

resoluciones internas, conforme a las 

necesidades emergentes del 

Mecanismo y los principios 

establecidos por el Protocolo 

IMPACTA. 
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Capítulo 12. Consideraciones finales  
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a adopción e implementación 

del Protocolo IMPACTA 

representa un hito en la 

consolidación del Mecanismo 

Independiente para el Monitoreo de la 

Convención sobre los Derechos de las 

Personas con Discapacidad (CDPD) 

en Colombia. Este instrumento, 

diseñado con base en principios 

técnicos, éticos y jurídicos, ofrece una 

guía operativa adaptable que articula 

los marcos normativos nacionales e 

internacionales, entre ellos el artículo 

33.2 de la CDPD (United Nations, 

2006) y la Ley 1618 de 2013 

(Congreso de Colombia, 2013). 

 

A lo largo de sus capítulos, el 

Protocolo ha delineado con precisión 

las funciones, procesos y estándares 

que orientan el quehacer del 

Mecanismo. Desde la vinculación de 

actores, el monitoreo técnico, la 

producción de conocimiento y la 

evaluación participativa, hasta la 

inclusión de criterios éticos e 

interseccionales, este instrumento 

reconoce a las personas con 

discapacidad como protagonistas y 

titulares de derechos, y no como 

objetos pasivos de intervención 

institucional. 

 

En términos institucionales, el 

Protocolo fortalece la autonomía 

funcional del Mecanismo, promueve 

su articulación con entidades estatales 

y sociales, y establece directrices para 

asegurar la transparencia, la rendición 

de cuentas y la mejora continua. 

Asimismo, aporta elementos para 

armonizar los principios de París con 

la realidad colombiana, respetando las 

disposiciones de los estatutos internos 

del Mecanismo y las orientaciones del 

Comité de la CDPD (CRPD Comité, 

2018). 

 

Es importante señalar que los 

lineamientos aquí contenidos no 

deben ser interpretados como 

prescripciones rígidas o 

inmodificables. Por el contrario, el 

Protocolo IMPACTA debe concebirse 

como una herramienta evolutiva, 

sujeta a procesos de revisión 

periódica, evaluación participativa y 

actualización normativa, en función de 

los aprendizajes institucionales, los 

cambios en el entorno político y social, 

L 
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y los aportes de las organizaciones de 

personas con discapacidad. 

El éxito del Protocolo 

dependerá, en última instancia, de la 

voluntad política, la sostenibilidad 

financiera, la coherencia técnica de su 

implementación y la apropiación 

colectiva de sus contenidos. En esta 

perspectiva, el Mecanismo reafirma su 

compromiso con un monitoreo 

independiente, inclusivo, accesible y 

ético, orientado a transformar las 

condiciones estructurales que 

perpetúan la desigualdad, y a 

garantizar el pleno goce de derechos 

para las personas con discapacidad 

en Colombia. 
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Glosario 
 

Accesibilidad: Condición que 

deben cumplir los entornos, productos 

y servicios para ser utilizados por 

todas las personas, incluidas aquellas 

con discapacidad, de forma 

autónoma, segura y comprensible. 

Ajustes razonables: 

Modificaciones o adaptaciones 

necesarias y apropiadas que no 

imponen una carga desproporcionada, 

para garantizar a las personas con 

discapacidad el ejercicio de sus 

derechos en igualdad de condiciones. 

Apoyos: Medios, servicios, 

tecnologías o personas que brindan 

asistencia a las personas con 

discapacidad para tomar decisiones, 

comunicarse o participar de forma 

autónoma. 

Barreras: Obstáculos físicos, 

comunicacionales, actitudinales, 

institucionales o digitales que impiden 

o limitan el ejercicio pleno de los 

derechos de las personas con 

discapacidad. 

Barreras actitudinales: 

Prejuicios, estigmas o ideas 

preconcebidas que dificultan la 

inclusión social de las personas con 

discapacidad. 

Capacidades diversas: 

Reconocimiento de que las personas 

tienen distintas formas de percibir, 

aprender y participar, y que todas ellas 

deben ser valoradas socialmente sin 

discriminación. 

Consulta previa: Derecho 

fundamental de los pueblos étnicos a 

ser consultados de forma libre, previa 

e informada antes de cualquier 

medida que los afecte directamente. 

Convención sobre los 

Derechos de las Personas con 

Discapacidad (CDPD): Tratado 

internacional adoptado por las 

Naciones Unidas en 2006 que 

reconoce y protege los derechos de 

las personas con discapacidad. 

Datos desagregados: 

Información estadística dividida por 

variables como edad, sexo, territorio, 
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grupo étnico, tipo de discapacidad, 

entre otros, para evidenciar 

desigualdades y orientar políticas 

inclusivas. 

Discapacidad: Resultado de la 

interacción entre personas con 

deficiencias físicas, mentales, 

intelectuales o sensoriales y las 

barreras del entorno que afectan su 

participación plena y efectiva en la 

sociedad. 

Diversidad funcional: 

Concepto alternativo al de 

discapacidad, que destaca la 

variabilidad de las funciones humanas 

sin enmarcarlo como déficit. 

Educación inclusiva: Modelo 

educativo que busca atender las 

necesidades de todos los estudiantes, 

respetando sus diferencias y 

eliminando barreras de aprendizaje. 

Empoderamiento: Proceso 

mediante el cual las personas con 

discapacidad fortalecen sus 

capacidades para participar, decidir y 

transformar su realidad. 

Enfoque diferencial: 

Perspectiva que reconoce que 

algunos grupos de población 

requieren medidas específicas para 

garantizar el ejercicio pleno de sus 

derechos, considerando sus 

condiciones particulares. 

Enfoque interseccional: 

Marco que analiza cómo factores 

como género, discapacidad, etnia, 

clase social, orientación sexual o edad 

interactúan generando formas 

específicas de discriminación. 

Enfoque territorial: 

Consideración de las particularidades 

sociales, culturales, económicas y 

geográficas de cada región o 

comunidad para diseñar políticas 

pertinentes y efectivas. 

Evaluación de impacto: 

Análisis sistemático de los efectos de 

una política o intervención sobre la 

población, en especial sobre grupos 

vulnerables o históricamente 

excluidos. 

Formato accesible: 

Presentación de información adaptada 

a diferentes necesidades, como 

lectura fácil, lengua de señas, audio o 

braille. 

Gobernanza inclusiva: 

Modelo de toma de decisiones que 
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incorpora la participación activa de 

diversos actores sociales, 

especialmente de aquellos 

históricamente marginados. 

Inclusión: Proceso que 

garantiza que todas las personas, sin 

importar sus características, participen 

activamente en la vida social, política, 

educativa, cultural y económica, sin 

discriminación. 

Indicadores: Instrumentos que 

permiten medir avances, retrocesos o 

resultados frente a derechos, políticas 

o acciones implementadas. 

Lengua de señas: Lenguaje 

visual y gestual utilizado 

principalmente por personas sordas 

para comunicarse. 

Lenguaje claro: Forma de 

comunicación sencilla y directa que 

facilita la comprensión de la 

información por parte de todas las 

personas. 

Lenguaje inclusivo: Uso de 

palabras y expresiones que reconocen 

la diversidad de género, capacidades, 

culturas y formas de vida, evitando 

sesgos o exclusiones. 

Lenguaje sencillo: Forma de 

redacción que facilita la comprensión 

de textos complejos sin perder 

precisión ni rigor. 

Lineamientos técnicos: 

Conjunto de orientaciones normativas, 

metodológicas o procedimentales que 

guían la implementación de políticas o 

programas. 

Mecanismo Independiente: 

Instancia creada por el Estado 

colombiano, con base en la Ley 1618 

de 2013 y el artículo 33.2 de la CDPD, 

para supervisar su cumplimiento con 

participación de sociedad civil, 

academia y organismos de control. 

Monitoreo participativo: 

Estrategia que involucra a las 

personas con discapacidad y sus 

organizaciones en todas las fases del 

seguimiento, recolección de datos y 

evaluación de derechos. 

Movilidad reducida: Condición 

de personas que presentan 

dificultades para desplazarse, ya sea 

de forma permanente o temporal. 

Observatorio: Plataforma o 

sistema que recopila, analiza y difunde 

información para orientar la toma de 
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decisiones y el seguimiento de 

políticas. 

Organizaciones de personas 

con discapacidad (OPD): Colectivos 

liderados por personas con 

discapacidad que defienden sus 

derechos, inciden en políticas y 

participan en espacios de toma de 

decisiones. 

Participación efectiva: 

Proceso mediante el cual las personas 

con discapacidad y sus 

organizaciones inciden de manera 

significativa en las decisiones que les 

afectan, en condiciones de igualdad. 

Pictograma: Imagen o símbolo 

que representa un concepto, 

facilitando la comprensión de la 

información a personas con 

dificultades de lectura o comprensión. 

Pluralismo jurídico: 

Reconocimiento de sistemas jurídicos 

propios de los pueblos étnicos dentro 

del marco constitucional del país. 

Política pública: Conjunto de 

decisiones y acciones del Estado 

orientadas a resolver problemas o 

atender necesidades colectivas. 

Principios de París: Normas 

internacionales que rigen el 

funcionamiento de las instituciones 

nacionales de derechos humanos, 

garantizando su independencia y 

pluralidad. 

Protocolo IMPACTA: 

Documento técnico-operativo que 

regula el funcionamiento, estructura, 

principios y acciones del Mecanismo 

Independiente en Colombia. 

Rendición de cuentas: 

Obligación de las instituciones 

públicas y privadas de informar, 

justificar y asumir responsabilidades 

sobre sus acciones y decisiones. 

Representatividad: 

Participación activa y legítima de 

personas u organizaciones en 

espacios de toma de decisiones, 

garantizando la diversidad de voces. 

Rutas de incidencia: 

Estrategias estructuradas para 

posicionar temas en la agenda 

pública, influir en decisiones y 

transformar realidades desde los 

derechos humanos. 

Seguimiento: Conjunto de 

acciones que permiten observar, 
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registrar y analizar el cumplimiento de 

compromisos, normas y derechos. 

Sociedad civil: Conjunto de 

organizaciones, redes y personas que 

actúan de forma independiente del 

Estado, promoviendo derechos y 

participación ciudadana. 

Sistematización: Proceso de 

recopilación, organización y análisis 

de experiencias o datos para generar 

aprendizajes y orientar acciones 

futuras. 

Toma de decisiones 

informada: Proceso en el que las 

personas acceden a información 

comprensible y oportuna antes de 

decidir sobre temas que les afectan. 

Transparencia: Acceso claro, 

veraz y oportuno a la información 

pública, que permite la rendición de 

cuentas y el control ciudadano. 

Trato digno: Reconocimiento 

del valor intrínseco de todas las 

personas, evitando cualquier forma de 

discriminación, maltrato o exclusión. 

Usabilidad: Facilidad con la 

que una persona puede utilizar un 

producto o servicio para alcanzar un 

objetivo concreto. 

Veeduría ciudadana: 

Mecanismo mediante el cual las 

personas ejercen control social sobre 

la gestión pública, los recursos y el 

cumplimiento de los derechos. 

Vida independiente: Derecho 

de las personas con discapacidad a 

vivir en la comunidad, con opciones 

reales de elección y acceso a apoyos 

adecuados. 
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